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PROPUESTA DE PROYECTO DE RESOLUCIÓN

PARA EL PERÍODO EXTRAORDINARIO DE SESIONES DE LA ASAMBLEA GENERAL

Y ANEXO:

MEDIDAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES CONTENIDAS EN EL INFORME DEL GRUPO DE TRABAJO ESPECIAL DE REFLEXIÓN SOBRE EL FUNCIONAMIENTO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS PARA EL FORTALECIMIENTO DEL SISTEMA INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS
/
(Presentados por el Presidente del Consejo Permanente)

 PROYECTO DE RESOLUCIÓN

PARA EL PERÍODO EXTRAORDINARIO DE SESIONES

  DE LA ASAMBLEA GENERAL

LA ASAMBLEA GENERAL

RECORDANDO QUE:
El 25 de enero de 2012 el Consejo Permanente aprobó el Informe del Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el funcionamiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para el Fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos (documento AG/doc.5310/12).

El 5 de junio de 2012 la Asamblea General, en su cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones, celebrado en Cochabamba, Bolivia, aprobó la resolución  AG/RES. 2761 (XLII-O/12), mediante la cual  acogió el informe del Grupo de Trabajo y encargó al Consejo Permanente que, sobre la base del informe, formulara propuestas para su aplicación en diálogo con todas las partes involucradas, las cuales serían puestas a la consideración de una Asamblea General Extraordinaria a más tardar dentro del primer trimestre del 2013.

El 10 de septiembre de 2012 el Consejo Permanente aprobó un Plan de Trabajo para la implementación de esta resolución  (documento CP/doc.4787/12 rev. 4 corr. 1). 

El 23 de octubre de 2012 y como resultado de su amplio proceso de consulta, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos publicó y circuló un documento de respuesta a las recomendaciones que le dirigió el Grupo de Trabajo (documento CP/INF.6541/12 corr. 1), mismas que fueron presentadas y discutidas entre las delegaciones interesadas durante una audiencia pública convocada por la CIDH y celebrada el 31 de octubre pasado. 

Entre el 1 de noviembre  de 2012 y el (fecha) de 2013, el Consejo Permanente celebró diversas sesiones para la presentación, examen y discusión de las propuestas formuladas por todas las partes involucradas para la aplicación de las recomendaciones del Grupo de Trabajo citado.


[Desarrollos ulteriores]

RESUELVE:

1. Aprobar las medidas para la aplicación de las recomendaciones contenidas en el Informe del Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el funcionamiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para el Fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, según constan en el Anexo a esta resolución.

[DOCUMENTO OFICIOSO – NON PAPER]
A  N  E  X  O

MEDIDAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES CONTENIDAS
EN EL INFORME DEL GRUPO DE TRABAJO ESPECIAL DE REFLEXIÓN SOBRE EL FUNCIONAMIENTO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS PARA EL FORTALECIMIENTO
DEL SISTEMA INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS

1. DESAFÍOS Y OBJETIVOS DE MEDIANO Y LARGO PLAZO

A. Respecto de recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a)
Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere incluir información sobre la incidencia de la no universalidad en su informe anual.

ii. Solicitar a la CIDH  que considere hacer una modificación en su Reglamento, a fin de hacer mención, en el artículo 59.1 (b), al reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte IDH y a las acciones promovidas por la CIDH con el fin de promover la universalidad del SIDH.
iii. Solicitar a la CIDH que incorpore en el informe indicadores que den cuenta no sólo del nivel de ratificaciones de los instrumentos interamericanos en materia de DDHH sino también del grado de apertura, observancia y cooperación de los Estados respecto del trabajo adelantado por la CIDH, así como de los desarrollos o avances normativos logrados  a nivel interno en virtud de dicha observancia.
iv. Solicitar a la CIDH que informe sobre el nivel de participación de Estados en el SIDH y las limitaciones que puedan tener los Estados que no son parte de los instrumentos internacionales de derechos humanos.  El informe debe ser el resultado de un ejercicio serio de reflexión, destinado a identificar las medidas más apropiadas para lograr, en un plazo razonable, la adhesión de los Estados que aun no han ratificado o en su caso adherido a la CADH, así como a identificar las posibles consecuencias de las denuncias a dicha  Convención en la realización de los derechos humanos y libertades fundamentales de los Estados que optan por desvincularse del SIDH.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que, al realizar dicha labor, considere llevar a cabo gestiones específicas ante los países que no se hayan adherido a los instrumentos del SIDH. En la hipótesis de que un país invocara impedimentos al referido proceso, solicitar a éste explicar las razones y entablar un diálogo con la CIDH, sin perjuicio de la recomendación contenida en el ítem "1.a".

ii. Solicitar a la CIDH que considere incluir en el informe anual una sección sobre la situación de la ratificación de los instrumentos interamericanos sobre derechos humanos,  así como dar cuenta de las gestiones realizadas por la CIDH a lo largo del año para la promoción de la misma.
iii. Solicitar a la CIDH que considere la posibilidad de convocar a audiencias públicas específicas sobre la universalización de los instrumentos interamericanos sobre derechos humanos. 

c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere elaborar un estudio, con la participación de los usuarios del SIDH, sobre cómo conferir mayor atención a las actividades de promoción, sin perjuicio de la actividad de análisis de peticiones. 
ii. Solicitar a la CIDH que organice eventos de capacitación en los países miembros sobre el sistema de protección, enfocados a funcionarios y mediante una programación anual, para lo cual, los propios Estados deberán proveer los fondos necesarios.

d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales. 

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere, en diálogo con los Estados Miembros, promover iniciativas encaminadas a la creación de sistemas nacionales de seguimiento de los derechos económicos, sociales y culturales que estén en sintonía con los esfuerzos también realizados por la CIDH en esa materia.

ii. Solicitar a la CIDH que intensifique sus esfuerzos para continuar perfeccionando y profundizando los estándares de exigibilidad en materia de derechos económicos, sociales y culturales. 

iii. Solicitar a la CIDH tener presente la importante labor de los órganos de monitoreo del sistema universal (Comité DESC, Comité CEDAW, Comité Trabajadores Migrantes, etc.), así como los informes de recomendaciones preparados en el marco del Mecanismo  de Examen Periódico Universal que lleva adelante el Consejo de Derecho Humanos.

e) Fortalecer sus mecanismos de consulta con todos los usuarios del sistema.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Tomar nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
ii. Solicitar a la CIDH que considere que el fortalecimiento de los mecanismos de consulta no sólo se realice por medio de reuniones y/o seminarios promovidos por ésta, sea directamente o en asociación con los Estados, sino también por intermedio de diálogos y de consultas no presenciales. Se propone que haga consultas por Internet y reuniones por teleconferencia. Reconocer en este sentido que la consulta sobre el proceso de fortalecimiento del SIDH, abierta por la CIDH en su sitio de Internet, constituye una buena práctica que ha de ser aplicada para el tratamiento de cualesquiera otros temas. 

iii. Solicitar a la CIDH que considere continuar conduciendo sus procesos de manera abierta y transparente y necesariamente incluyendo un diálogo genuino con la Secretaría General de la OEA, la sociedad civil y las demás partes interesadas y usuarios del SIDH.

iv. Solicitar a la CIDH que fortalezca los mecanismos de consulta a través de una agenda compartida con los Estados Miembros, aún incluso fuera de los períodos de sesiones, utilizando incluso videoconferencias, para facilitar reuniones virtuales de trabajo.

f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH considere hacer modificaciones en sus políticas y prácticas institucionales para implementar esta recomendación, sin que implique cambios en su Reglamento o Estatuto.

ii. Solicitar a la CIDH que, reconociendo la importancia de la transparencia y la gestión basada en los resultados, adopte medidas de rendición de cuentas y transparencia para utilizar con máxima eficacia los limitados recursos con que cuenta y reducir a la vez al mínimo su carga administrativa.
iii. Solicitar a la CIDH considerar brindar difusión al respecto a través de su página Web o mediante la elaboración de boletines informativos.

iv. Solicitar a la CIDH que fortalezca los recursos electrónicos dispuestos en la página de internet de la CIDH y de la OEA, incluyendo la gestión de vínculos en otros sitios de internet de similar índole, con el fin de optimizar dicha difusión.
v. Solicitar a la CIDH procure organizar sesiones de información al Consejo Permanente toda vez que sea necesario y en la medida de sus recursos presupuestales para procurar un mayor diálogo.

vi. Solicitar a la CIDH que considere a la transparencia como un valor fundamental y una característica constante de su trabajo. Se necesita un esfuerzo para concluir la transición a procesos enteramente electrónicos que puedan ser utilizados con mayor facilidad por personas, grupos, defensores, peticionarios y Estados para consultar el trabajo actual y el acervo de la Comisión y mantenerse al tanto de los asuntos pendientes. Reconocer en este sentido el plan estratégico de la CIDH, que sirve de modelo para la OEA, en el cual se presenta información clara y exhaustiva sobre la CIDH a los Estados Miembros y al público. Sería conveniente también que la CIDH considerara la posibilidad de iniciar una auditoría administrativa con un consultor experto en la materia. De un examen de ese tipo podrían surgir recomendaciones útiles sobre la forma de aumentar la eficiencia de las operaciones de la CIDH y reducir el cúmulo de casos pendientes. También se podrían aclarar las áreas a las cuales la CIDH necesita dirigir recursos adicionales.

g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere incluir información al respecto en su informe anual, en un capítulo propio. 

ii. Solicitar a la CIDH que considere la inclusión de una disposición en ese sentido en el artículo 59 de su Reglamento.

iii. Solicitar a la CIDH que, como mecanismo de transparencia, mejore y mantenga actualizada su página Web. En dicho portal deberá constar un listado completo de los grupos internos de trabajo de la CIDH, responsables y demás funcionarios que manejen peticiones o asuntos vinculados a sus funciones. Igualmente, se deberán publicar las medidas cautelares solicitadas a la Corte IDH y las adoptadas por ésta, a fin de que los Estados tengan conocimiento e información actualizada sobre cada uno de estos procesos.
iv. Solicitar a la CIDH que considere hacer difusión de sus actividades mediante el Informe Anual y la página Web.

v. Solicitar a la CIDH que, en el marco de sus atribuciones, continúe brindando información relevante a los diferentes usuarios del SIDH, entre otros, sobre el estado procesal de los asuntos sometidos a la consideración de la CIDH, el trámite de las peticiones, el estado de situación de las medidas cautelares, así como demás información que permita a todos los operadores del sistema implementar el principio de seguridad jurídica que todo proceso de estas características debe observar.

h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar  a la CIDH que reflexione acerca de la posibilidad de que su sede sea trasladada a otro país. En ese sentido, considerar como un criterio útil para definir eventualmente un traslado de sede el grado de compromiso asumido por el país sede respecto de la ratificación de los instrumentos jurídicos interamericanos de protección de derechos humanos, incluyendo la jurisdicción de los órganos del sistema.

ii. Solicitar a la CIDH que considere incluir en su propuesta las implicaciones que conlleva lograr la presencia permanente de todos los comisionados.
iii. Solicitar a la CIDH y a la Secretaría General de la OEA que, en la elaboración de esa propuesta y en el análisis de su viabilidad, se evalúe cómo otros sistemas regionales de promoción y protección de derechos humanos han implementando propuestas tendientes a dotar de mayor institucionalidad a los órganos de promoción y protección de derechos humanos. La propuesta debería formularse previendo las consecuencias presupuestales para su implementación.

i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único de su informe anual.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere anexar todos los informes de las relatorías a su informe anual, el cual se limitaría, en el cuerpo de su texto, a presentar un breve resumen de cada uno de los informes.

ii. Solicitar a la CIDH que su informe sea presentado como un cuerpo único, incluyendo informes temáticos de las relatorías, para así garantizar su participación igualitaria.

iii. Solicitar a la CIDH que redefina la estructura de las Relatorías de la CIDH. Para tal efecto, se propone que las Relatorías, ahora simples órganos de opinión, investigación y dominio temático de un área especializada de derechos humanos, se conviertan en cuerpos técnicos al servicio de la Corte IDH y por excepción al servicio de la CIDH. Eliminar esta prerrogativa de la CIDH en el Artículo 15 de su Reglamento e incorporar esta función en el Estatuto y Reglamento de la Corte IDH. De este modo, las Relatorías bien podrían asesorar a los Magistrados de la Corte con informes periódicos y temáticos, o, bajo su pedido, intervenir como peritos especializados, lo que daría lugar a que el trabajo de las Relatorías no se convierta en una actividad similar al trabajo de las relatorías de la ONU que por su propia naturaleza están orientadas a la intervención, estudio, y promoción de la protección universal. La OEA no debe competir en este ámbito con los expertos independientes y relatores de la ONU.

iv. Evitar que las medidas que se adopten se apliquen en detrimento o para limitar las funciones y labores de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión, única que publica, desde 1998, un Informe Anual independiente del que lleva a cabo la CIDH. 
v. Reconocer que las medidas que se adopten para aplicar esta recomendación deben ser interpretadas desde una perspectiva constructiva, es decir sin que impidan que la CIDH incluya un informe específico elaborado por la Relatoría para la Libertad de Expresión.
vi. Solicitar a la CIDH que unifique su Informe Anual, de manera tal que la información emanada del trabajo de todas las relatorías quede integrado a dicho Informe, y no solamente se le dé la preeminencia a una relatoría en detrimento de las otras. 
B.
Respecto de recomendaciones dirigidas a los Estados Miembros de la OEA:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

· La Asamblea General adopta las siguientes medidas:

i. Modificar el Estatuto de la CIDH para incluir el siguiente artículo en el capítulo de “Disposiciones Transitorias”:
“ARTICULO 25

La Comisión realizará todas las gestiones que sean necesarias para que la totalidad de la membresía de la OEA se incorpore plenamente a todos los instrumentos interamericanos en materia de derechos humanos y acepten la jurisdicción obligatoria de la Corte IDH. Si para el 1 de enero de 2015, un Estado no ha ratificado o adherido a todos esos instrumentos interamericanos, automáticamente dejará de gozar los derechos consignados en el artículo 3 del presente Estatuto, manteniendo en cambio la totalidad de sus obligaciones conforme lo dictaminan los mismos instrumentos interamericanos en materia de derechos humanos.” 

Para ratificar la idea expresada en la parte transitoria, modificar el Artículo 3 del Estatuto de la CIDH en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 3 
 


1. Los miembros de la Comisión serán elegidos a título personal por la Asamblea General de la Organización, de una lista de candidatos, nacionales de los Estados Miembros que hayan ratificado o adherido a todos los instrumentos interamericanos en materia de derechos humanos, y formulado las declaraciones previstas en los Artículos 45 y 62 de Convención Americana de Derechos Humanos.  (REF: artículo 36 de la CADH).”
ii. Iniciar un proceso de evaluación y consulta, dentro del Consejo Permanente, para la elaboración de un proyecto de estrategia para alcanzar la universalidad, en colaboración con los órganos del SIDH. Dicho proceso deberá evaluar posibles consecuencias a la falta de ratificación de la CADH. 
iii. Reiterar, mediante las resoluciones pertinentes de la Asamblea General, el llamado a los Estados que aún no son Parte de tratados interamericanos de derechos humanos a que ratifiquen o acceden a los mismos y/o reconozcan la jurisdicción contenciosa de la Corte IDH. 

iv. Enviar de comunicaciones de los Estados Partes de cada tratado interamericano de derechos humanos a aquellos Estados de la región que aún no son Parte de los mismos, invitando a considerar seriamente la ratificación o accesión y/o el reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte CIDH. 
v. Solicitar a los Estados Partes de tratados interamericanos de derechos humanos que, en sus contactos o consultas bilaterales con Estados de la región No Partes de tales tratados, incluyan como parte de la agenda la cuestión de la posible ratificación o accesión de dichos instrumentos y/o del posible reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte IDH.

vi. Conformar un grupo de alto nivel para aumentar las ratificaciones a la CADH, integrado por juristas y organismos no gubernamentales dedicados a los derechos humanos, destinado a promover activamente mayor universalidad, incluyendo un diálogo con aquellos países que han denunciado la Convención para que consideren la posibilidad de revisar su decisión.

vii. Solicitar al Secretario General de la OEA que incluya el tema como punto de agenda en sus reuniones con Jefes y Jefas de Estados y Cancilleres de países que aún no han ratificado o firmado la CADH, o reconocido la jurisdicción de la Corte IDH, de modo de alentarlos para que lo hagan a la brevedad. 

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

· La Asamblea General adopta las siguientes medidas:

i. Considerar la conformación y el envío a Estados Miembros No Parte de los tratados interamericanos de derechos humanos de misiones ad hoc –integradas por representantes de Estados Parte de los tratados, de la Secretaría General de la OEA, de la CIDH, de la Corte IDH, entre otros- para dialogar con autoridades de todos los poderes públicos y otras autoridades (e.g., poderes ejecutivo, legislativo y judicial, y organismos nacionales de derechos humanos), según corresponda, sobre la posible ratificación o accesión a los tratados y el posible reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte IDH.

ii. Conformar un grupo de alto nivel para aumentar las ratificaciones a la CADH, integrado por juristas y organismos no gubernamentales dedicados a los derechos humanos, destinado a promover activamente mayor universalidad, incluyendo un diálogo con aquellos países que han denunciado la Convención para que consideren la posibilidad de revisar su decisión. 

iii. Solicitar al Secretario General de la OEA (SGOEA) que incluya el tema como punto de agenda en sus reuniones con Jefes y Jefas de Estados y Cancilleres de países que aún no han ratificado o firmado la CADH, o reconocido la jurisdicción de la Corte IDH, de modo de alentarlos para que lo hagan a la brevedad.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
· La Asamblea General adopta las siguientes medidas:

i. Reconocer la importancia del intercambio de información sobre experiencias exitosas y mejores prácticas y recomendar a los Estados Miembros participar en este tipo de diálogo. 

ii. Alentar a los Estados Miembros interesados a explorar la posibilidad de contribuir con recursos para la realización de la guía documento.

iii. Solicitar a los Estados Miembros la presentación de un informe sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales de implementación. Realizar una Sesión Especial en el marco de la CAJP para socializarlas e  intercambiar opiniones. Encomendar al DDI la elaboración del documento de referencia en base a estos aportes. Finalizado el documento de referencia, promover, a través de la CAJP, foros de capacitación de los operadores del SIDH, así como de funcionarios del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 

iv. Solicitar a la Secretaría General de la OEA (posiblemente por conducto del Departamento de Derecho Internacional), en consulta con los órganos del SIDH, a que elabore y remita a los Estados Miembros cuestionarios destinados a conocer y recabar información sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que contribuyen a la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH. Solicitar a la Secretaría General que con base en la información recibida preparé la guía o documento de referencia a más tardar en el segundo semestre de 2013.
d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

· La Asamblea General adopta las siguientes medidas:

i. Crear un Grupo de Trabajo Permanente de Supervisión y Monitoreo de las recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH, en el marco de la CAJP de la OEA.

ii. Celebrar una reunión, audiencia o seminario anual entre Estados Miembros (ya sea en la sede de la OEA o en sedes rotativas de Estados Miembros) o en el marco de las sesiones ordinarias de la CIDH, para intercambiar experiencias y prácticas sobre éste y otros temas relacionados con la cooperación de los Estados Miembros con el SIDH y cumplimiento de obligaciones asumidas en materia de derechos humanos. Además de las discusiones e intercambios sustantivos durante tales reuniones anuales, éstas tendrían la ventaja de contribuir a la creación de redes de contactos entre funcionarios nacionales encargados de la vinculación de los Estados Miembros con el SIDH. Dicha actividad podría documentarse en la página web de la CIDH y en el Informe Anual. 
e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.
· La Asamblea General adopta las siguientes medidas:

i. Considerar la elaboración y mantenimiento constante de un directorio de funcionarios nacionales encargados de la vinculación de los Estados Miembros con el SIDH, que facilite la comunicación, consulta y cooperación entre los mismos.

ii. Solicitar a los Estados Miembros que envíen a sus funcionarios nacionales encargados de la vinculación con el SIDH a participar en las reuniones anuales sobre cooperación con el SIDH y cumplimiento de obligaciones asumidas en materia de derechos humanos.

iii. Recomendar a los Estados Miembros que coordinen, al menos, una reunión virtual entre los representantes de diversos sectores nacionales competentes en materia de derechos humanos y funcionarios de la Secretaria Ejecutiva de la CIDH a fin de evaluar posibles mecanismos de asistencia mutua.

C. Otras medidas propuestas por los Estados Miembros:
/
i. Reformar el Artículo 18 del Estatuto de la CIDH de la siguiente forma:

“A fin de garantizar la plena vigencia de los derechos humanos, así como el fomento de la cooperación regional, la Comisión promoverá la difusión, la aplicación y la capacitación en materia de derechos humanos, y para el efecto, tendrá asimismo las siguientes atribuciones: 

1. Realizar actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados. 

2. Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, con miras a asegurar la efectiva realización de los derechos humanos y eliminar las causas de su violación. 

3. Contribuir, cuando sea requerido por los Estados, al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, incluyendo la capacitación de sus funcionarios. 

4. Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

5. Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.”

ii. Reubicar la sede permanente de la CIDH a un país miembro de la OEA que haya ratificado, o se haya adherido a, todos los instrumentos interamericanos en materia de derechos humanos, incluyendo el reconocimiento de la jurisdicción de la Corte IDH. El Artículo 16.1 del Estatuto deberá reformarse cuando se identifique la nueva sede.

iii. Reconocer que las funciones de promoción no deberían relegar a segundo plano la función de protección de los derechos humanos en el Hemisferio.

iv. Reconocer que la difusión de los derechos humanos debe realizarse desde una visión positiva, que contextualice los estándares internacionales, mismos que deberán observar el trabajo y el esfuerzo de los Estados para avanzar en el cumplimiento de sus obligaciones respecto de los derechos humanos, incluyendo los derechos económicos, sociales y culturales, derechos colectivos, ambientales y del desarrollo (Buen Vivir).

v. Reconocer que, dadas las dificultades financieras que actualmente atraviesa la CIDH, la principal prioridad debería ser ejecutar con eficacia los mandatos ya existentes y que no deberían agregarse nuevos mandatos importantes mientras los problemas de recursos limitados no hayan quedado completamente solucionados.
vi. Solicitar a la Secretaría General elabore un proyecto de nuevo Capítulo IV en la CADH, que incorpore los derechos colectivos, ambientales y de desarrollo, y lo presente para consideración de la Asamblea General hasta el 01 de diciembre de 2013.
2. MEDIDAS CAUTELARES
A. Respecto de las recomendaciones dirigidas a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que establezca criterios específicos para el cierre de las solicitudes de información que no devienen en medidas cautelares, tales como, inactividad procesal o inexistencia del contexto de riesgo original. 
ii. Solicitar a la CIDH que las Medidas Cautelares cuenten con una vigencia determinada, de manera que cuando dicha vigencia expire, expire también la medida o se proceda con su revisión. 
iii. Solicitar a la CIDH que considere hacer modificaciones a su práctica institucional, así como modificaciones a su Reglamento, para aplicar esta recomendación. Para tal efecto, sugerir a la CIDH  la elaboración de un estudio, en consulta con los Estados y demás actores del SIDH, en el cual se aborden en forma más detallada los criterios y parámetros aplicados a la solicitud, revisión, extensión o suspensión de medidas cautelares.  Se sugiere que el estudio sea enviado al Consejo Permanente. Se sugiere que al final de ese proceso la CIDH proponga enmiendas al Reglamento, con vistas a conferir mayor precisión a los criterios de gravedad, urgencia e irreparabilidad. En cualquier hipótesis, será fundamental que la CIDH fundamente la aplicación de esos tres criterios en cada caso concreto. Esa práctica, que también podrá ser objeto de previsión en el Reglamento, contribuiría, además, a aclarar el contenido de cada uno de esos conceptos.

iv. Solicitar a la CIDH que considere, a partir de una solicitud de medidas, por propio conocimiento o por solicitud de parte, notificar a un Estado miembro de la CADH con medidas cautelares para prevenir daños irreparables y riesgo a las personas, comunidades, pueblos o grupos étnicos. Estas medidas son autónomas al tratamiento de peticiones y no constituyen bajo ningún criterio prejuzgamiento. La “urgencia” y la “gravedad” deben estar debidamente fundamentadas y contextualizadas.

v. Programar consultas con Estados Miembros para definir los criterios o parámetros objetivos.

vi. Solicitar a la CIDH que considere incorporar en su Reglamento los referidos criterios y parámetros. 

b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere explicitar los elementos que confirmen que determinada situación encuadra en los criterios previstos en el artículo 25 de su Reglamento. Sugerir que, ante cada decisión de solicitar una medida cautelar, la CIDH considere específicamente la gravedad y la urgencia de la situación, así como el riesgo de daño irreparable para las personas o el objeto del proceso relacionado con una eventual petición o caso pendiente.  En consecuencia, se sugiere que la CIDH incluya una previsión en ese sentido en el artículo 25 de su Reglamento.

ii. Solicitar a la CIDH que considere agregar, al final del artículo 25.5 de su Reglamento, la siguiente frase “Una vez recibida la información relevante de los peticionarios y del Estado, la Comisión tendrá que pronunciarse sobre su otorgamiento o rechazo dentro de un plazo de seis meses.”
iii. Solicitar a la CIDH que considere adoptar políticas y prácticas institucionales para asegurar la plena observancia del artículo 25, numeral 9, de su Reglamento.

c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que la definición de dichos criterios y parámetros objetivos se haga también en función del tipo de derecho que se encuentra en riesgo y que se pretende salvaguardar. 

ii. Programar consultas con Estados Miembros para definir los criterios o parámetros objetivos.

iii. Alentar a la CIDH a continuar perfeccionando los mecanismos de difusión de estos criterios.
iv. Solicitar a la CIDH que considere el fortalecimiento del artículo 25 (5) de su Reglamento, a fin de que se tomen en consideración la respuesta del Estado que establece la existencia de mecanismos internos de protección a los derechos humanos, su obligación en el marco constitucional que plantea el diligenciamiento y la instrucción  a sus instituciones legalmente establecidas a intervenir en situaciones en las que se presume extrema urgencia y gravedad de posibles víctimas. De esa cuenta, el Estado debiera adoptar  medidas internas de protección sin que las mismas sean requeridas a la CIDH. Por consiguiente, el Estado también debiera aplicar el criterio de urgencia y gravedad para la protección de las personas, de manera que el mecanismo de medida cautelar cumpla con el criterio de complementariedad y no supletorio.  

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes, un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere elaborar dicho plan de trabajo, sobre la base de caso por caso, en consulta con las partes. Para tal efecto, sugerir a la CIDH que haga una enmienda al artículo 25 de su Reglamento en este sentido.
ii. Solicitar a la CIDH que en la ejecución del plan de trabajo para la revisión periódica se avance en la individualización de los beneficiarios y la evaluación en cuanto a la condición del beneficiario y su situación de riesgo, hacia el eventual levantamiento de las mismas. 
iii. Solicitar a la CIDH que considere, tras la adopción de la medida cautelar, establecer un plan de trabajo calendarizado para su revisión, que contemple la remisión de informes periódicos de las partes y la realización de reuniones de seguimiento o de visitas in situ.

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere hacer una enmienda al artículo 25 de su Reglamento al respecto.

ii. Solicitar a la CIDH que considere el establecimiento de un calendario para las revisiones, la primera de las cuales deberá hacerse a más tardar un mes después de que se otorguen las medidas cautelares.

iii. Solicitar a la CIDH que considere la inclusión de una regla en este sentido en su Reglamento.

iv. Solicitar a la CIDH que tome en consideración que las medidas cautelares cumplen con el objeto de proteger a un individuo o determinado colectivo de un daño irreparable, pero que éstas no están sujetas a la temporalidad del Estado en materia de investigación, sino al periodo en el cual se presume un inminente riesgo.  La vigencia  de las medidas cautelares no debiera estar condicionada a los procesos de investigación y al esclarecimiento del mismo. Por lo contrario, si el pronunciamiento del Estado se fundamenta en que se encuentra investigando los hechos que motivaron las medidas cautelares y las condiciones de urgencia y gravedad ya no están presentes, debiera procederse a su levantamiento.  
f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere adoptar una política y prácticas para que, en los casos en que la CIDH no esté reunida en sesión, la decisión de conceder medidas cautelares sin la audiencia previa del Estado sea tomada, de modo excepcional, por el Presidente de la CIDH, en consulta con el Relator del Estado de que se trate. Es importante asimismo que la CIDH amplíe el uso de tecnologías de información, a fin de propiciar el flujo de informaciones y la adopción de decisiones por parte de los comisionados frente a situaciones graves y urgentes, cuando el órgano no esté en período de sesiones. 

ii. Solicitar a la CIDH que considere que, si estuviere reunida en sesión, la aprobación de una medida cautelar sin audiencia previa al Estado se sujete a mayoría calificada. En tal hipótesis, la CIDH debería fundamentar las razones de la solicitud de la medida sin consulta previa al Estado, abriéndose a éste la posibilidad de pronunciarse con respecto al objeto de la demanda en la primera oportunidad posible.
iii. Solicitar a la CIDH que considere que las medidas en estos casos se adopten por consenso, dada la seriedad de adoptar medidas cautelares sin solicitar información del Estado.

iv. Solicitar a la CIDH que considere establecer una mayoría calificada de al menos 5 votos para este tipo de decisiones.

v. Solicitar a la CIDH que considere, en el marco de un eventual examen de las reglas de toma de decisiones para casos de medidas cautelares, tener presente el carácter cautelar de estas medidas, su función preventiva y protectora a efectos de evitar su desnaturalización en los hechos. Al examinar estas reglas, la CIDH debería sopesar el riesgo existente de modo que la medida cautelar cumpla con su efecto útil y garantizar al Estado un procedimiento de respuesta en el caso de querer controvertirla. 
vi. Solicitar a la CIDH que considere determinar una votación por mayoría agravada para el dictado de una medida cautelar inaudita parte.

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que fortalezca los mecanismos de consulta previa al Estado acerca de la situación específica que propicia la medida cautelar. 
ii. Solicitar a la CIDH que considere, en sus decisiones, explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

iii. Solicitar a la CIDH que considere, en sus decisiones, proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada. 

iv. Solicitar a la CIDH que, al fundar y motivar sus decisiones sobre medidas cautelares, haga también referencia a disposiciones específicas de tratados o instrumentos internacionales aplicables.

v. Solicitar a la CIDH que considere, en sus decisiones, proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar.
vi. Solicitar a la CIDH que considere incorporar el contenido de esta recomendación al artículo 25 de su Reglamento. 
vii. Solicitar a la CIDH que fundamente jurídicamente las razones por las que otorga una medida cautelar, la cual debe estar caracterizada por la revocabilidad, transitoriedad, accesoriedad, extrema gravedad y urgencia real de la situación.
viii. Solicitar a la CIDH que defina el alcance de la concertación de las medidas cautelares. de manera que no se desnaturalice su excepcionalidad para casos de inminencia del daño, gravedad y urgencia, y no se desconozcan la normativa y los procedimientos internos de los Estados. La concertación no implica resolver cuestiones de fondo o reparar y debe entenderse como un proceso distinto al que se realiza en los procesos de cumplimiento de recomendaciones y/u órdenes del SIDH. 
.
ix. Solicitar a la CIDH que, en coherencia con el margen de discrecionalidad del que disponen los Estados para establecer los procedimientos internos para  identificar la naturaleza del riesgo y valorar su intensidad, enfatice la importancia y la pertinencia de la realización de los estudios técnicos de nivel de riesgo por parte de las autoridades nacionales competentes una vez dictada la medida, con el fin de que a nivel interno  se determine el mecanismo de protección más adecuado. 
h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
(Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que provea una clara individualización y determinación de los beneficiarios (números de identificación personal, edad y lugar de residencia), incluso en casos de medidas de múltiples beneficiarios. 
ii. Solicitar a la CIDH que considere que el perfeccionamiento de esos mecanismos sea objeto del mismo estudio propuesto a la CIDH en la propuesta contenida en el numeral 2.A.a.ii.
iii. Solicitar a los Estados Miembros que promuevan visitas in situ de miembros del Grupo de Medidas Cautelares con funcionarios de Estado, para identificar a los posibles beneficiarios.
iv. Reconocer la importancia de no distorsionar la naturaleza y función de las medidas cautelares ante la imposibilidad de individualizar estos colectivos. 

v. Solicitar a la CIDH tomar en cuenta las condiciones, el contexto social y la conflictividad que enfrenta el Estado al momento de  adoptar una medida cautelar de carácter colectivo con fines de protección a comunidades enteras. Al dictar una medida cautelar a favor de un determinado colectivo, se estaría prejuzgando la cuestión de fondo, al presumir que el daño que se quiere evitar atañe a todos los miembros de una comunidad, principalmente en casos relacionados con situaciones de orden económico, social y cultural.  

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que requiera y le transmita al Estado la prueba sumaria que evidencie que el beneficiario  —o la totalidad de beneficiarios, según el caso— ha otorgado un mandato de representación al peticionario de las medidas. 
ii. Solicitar a la CIDH que considere, ante la eventual imposibilidad de reunir documentos que comprueben la anuencia de los beneficiarios, requerir a los solicitantes de medidas cautelares una justificación de las mismas. Esa recomendación deberá ser observada en los términos del artículo 25.4.c. del Reglamento de la CIDH.

iii. Solicitar a la CIDH que requiera a las partes de información fidedigna y verificable en cualquier momento para determinar el tipo de implementación de medidas cautelares. 

iv. Alentar a la CIDH a que adopte políticas y prácticas institucionales para observar plenamente el artículo 25.4.c del Reglamento.

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general, las circunstancias del caso.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros) 
/
i. Solicitar a la CIDH que considere llevar a cabo una enmienda al párrafo 2 del artículo 25 de su Reglamento, sobre el otorgamiento de plazos razonables, atendiendo al caso concreto, teniendo en cuenta los criterios mencionados en esta recomendación.

ii. Solicitar a los Estados que, en cada caso, suministren información sobre los plazos razonables para la implementación de ciertas medidas. Aunque la información suministrada por los Estados no dictaría la postura de la CIDH, sí le proporcionaría una perspectiva más adecuada de las limitaciones y otras restricciones en los Estados Miembros que deberían tomarse en cuenta para decidir los plazos razonables para la implementación de medidas cautelares.   

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que elabore causales específicos para el levantamiento de medidas, tales como, por ejemplo, anomalías en la representación, negativa injustificada de los beneficiarios a recibir las medidas proporcionadas por el Estado y mal uso del esquema de implementación de las medidas, entre otras. 

ii. Solicitar a la CIDH que considere que esta recomendación sea observada en los términos del artículo 25.8 de su Reglamento. Al tener en cuenta la eventual negativa de los beneficiarios, la CIDH deberá considerar la justificación que ellos presenten, particularmente si el medio de cumplimiento propuesto por el Estado no atendería al alcance  de la medida solicitada.

iii. Solicitar a la CIDH que, en caso de que el beneficiario haya incumplido con sus obligaciones conforme al artículo 25 del Reglamento que indica la importancia de adoptar la medida mediante acuerdo previo con el beneficiario, considere proceder  de oficio al levantamiento de la misma, ya que la temporalidad de su implementación se ha agotado y por consiguiente la medida ha cumplido con sus fines y propósitos.   

iv. Solicitar a la CIDH que califique el incumplimiento substancial de los beneficiarios de las medidas cautelares. El análisis de suspensión de medidas cautelares que afecte a personas, comunidades, pueblos o grupos étnicos tendrá mecanismos apropiados para su seguimiento y revisión técnica.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere complementar el artículo 76 de su Reglamento a la luz de esta recomendación.  El texto señalaría que, en la hipótesis de rechazo por la Corte IDH del pedido de medidas provisionales, la CIDH no podría emitir medidas cautelares a ese respecto, a menos que nuevos hechos lo justificasen.

ii. Solicitar a la CIDH que considere profundizar su reflexión sobre medidas a adoptar para atender esta recomendación, con miras a considerar enmiendas reglamentarias al respecto.
B. Respecto de recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

· La Asamblea General adopta las siguientes medidas:
i. Promover el intercambio de buenas prácticas a través de la creación de una Comisión Técnica Permanente de Supervisión y Monitoreo de las recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

ii. Solicitar a los Estados Miembros la presentación de un informe sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales de implementación. Realizar una Sesión Especial en el marco de la CAJP para socializarlas e intercambiar opiniones.
iii. Celebrar una reunión anual, audiencia o seminario entre Estados Miembros (ya sea en la sede de la OEA o en sedes rotativas de Estados Miembros o en el marco de las sesiones ordinarias de la CIDH) para intercambiar experiencias y prácticas sobre éste y otros temas relacionados con la cooperación de los Estados Miembros con el SIDH y cumplimiento de obligaciones asumidas en materia de derechos humanos. Dicha actividad podría luego documentarse en la página web de la CIDH y en el Informe Anual. Así mismo, podría procurarse la institucionalización de un intercambio de experiencias entre Estados que comporten una similitud en el número de medidas cautelares, con el fin de identificar los mecanismos de implementación e intercambiar los métodos de respuesta y los resultados en materia de gestión. 
iv. Solicitar a los Estados Miembros a enviar a sus funcionarios nacionales encargados de la vinculación con el SIDH a participar en las reuniones anuales sobre cooperación con el SIDH y cumplimiento de obligaciones asumidas en materia de derechos humanos.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.
· La Asamblea General adopta las siguientes medidas:
i.  Encomendar a la CAJP el debate sobre la realización de la consulta y, de ser el caso, los términos de la misma. La referida Comisión deberá presentar un informe con sus conclusiones para la consideración del Consejo Permanente.
ii. “En razón de la naturaleza reglamentaria de las medidas cautelares, Ecuador estima necesario que mientras dure el periodo de transición, esta figura sea incluida en el Reglamento y que en este se contemple la posibilidad de impugnación ante la Corte Interamericana, una vez que ésta sea solicitada por la CIDH y cumplida por el Estado.” 
C. Otras medidas propuestas por los Estados Miembros:
/
i. Elevar la consulta ante la Corte para definir los elementos del procedimiento desde el momento mismo de la formulación de una solicitud de información por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, incluyendo el cierre de estos trámites, la justificación del por qué de la adopción de una medida y la definición de elementos concretos relativos a la temporalidad de este tipo de medidas y a la obligación de la CIDH de responder toda solicitud que haga el Estado sobre la vigencia de una medida. Por lo demás, sería importante que se definan las coincidencias entre las medidas provisionales y cautelares en el Sistema Interamericano lo que permitiría establecer con claridad que los criterios desarrollados por la Corte son aplicables en el caso de las medidas cautelares como el hecho de que es aplicable el principio de complementariedad a este tipo de medidas. Debe evitarse en cada caso que exista una colisión de competencias sobre un mismo hecho. 
ii. Solicitar a la CIDH que considere la reglamentación de las prácticas que sigue en materia de medidas cautelares, a efecto de otorgarles estabilidad y certeza.

iii. Solicitar a los Estados que desarrollen un marco regulatorio sobre  medidas cautelares, a fin de evitar que el beneficiario incurra en abuso y desnaturalización de la medida. Por su parte, la CIDH debiera considerar los argumentos del Estado, valorando, entre otros, el estado de cumplimiento, la temporalidad y el objeto por el cual la medida fue adoptada, su eficacia e idoneidad.

iv. Solicitar a la CIDH que fije plazos concretos de vigencia de las medidas cautelares solicitadas.

v. Solicitar a la CIDH que, en casos en que consideraría procedente adoptar medidas cautelares de duración indefinida, procure que el asunto sea tramitado como una petición, a efecto de no desvirtuar el carácter temporal de las medidas cautelares. 

vi. Solicitar a la CIDH que, previo al otorgamiento de medidas cautelares, examine si los solicitantes han recurrido a mecanismos nacionales de protección.

vii. Solicitar a la CIDH que examine cuidadosamente, a la luz del artículo 25.2 de su Reglamento, las prácticas que emplea para solicitar a los Estados que adopten medidas cautelares. Tales recomendaciones deberían ser excepcionales, puesto que pueden formularse solamente en los casos más graves que entrañen la probabilidad de que las personas sufran un daño inminente e irreparable. 

viii. Solicitar a la CIDH que procure mayor transparencia y rigor en cuestión de utilización de medidas cautelares. 

ix. Solicitar a la CIDH que examine periódicamente las reglas del sistema de medidas cautelares para verificar que reflejen las prácticas que se siguen al respecto.   

x. Solicitar a la CIDH que, además de la urgencia y gravedad de las potenciales violaciones de derechos humanos, examine otros indicadores como parte de su toma de decisiones interna, antes de decidir si emitirá una medida cautelar, tales como: el examen de la congruencia interna de los materiales proporcionados para la medida cautelar; la apariencia de verosimilitud; si las personas que solicitan la medida cautelar son o representan a las presuntas víctimas; si existen pruebas de que se presentó una denuncia y de que esta última haya sido examinada por algún mecanismo nacional. Un recuento de este examen debería ser compartido con el Estado en el momento de la solicitud.

xi. Solicitar a la CIDH que, tras el otorgamiento de una medida cautelar, entable un diálogo con el Estado concernido sobre las vías por las cuales la medida se puede implementar, sin que ello demore ni afecte el objetivo de la medida. 

xii. Solicitar a la CIDH que limite el plazo máximo en que las medidas se pueden mantener decretadas, en aquellos casos en que exista absoluta inactividad del solicitante. Para tal efecto, sugerir a la CIDH que el artículo 25.6 del Reglamento sea modificado en el siguiente sentido: 

“La Comisión evaluará con periodicidad la pertinencia de mantener la vigencia de las Medidas Cautelares otorgadas. En caso de verificar la absoluta inactividad del solicitante por un periodo superior a un año, se procederá al levantamiento de la medida y su archivo, previo cumplimiento de lo establecido en el artículo 42.2 de este Reglamento”.

xiii. Solicitar a la CIDH que elabore, para cada período ordinario de sesiones, una lista de las medidas cautelares decretadas, con miras a analizar el mantenimiento de su vigencia.

xiv. Solicitar a la CIDH que considere una revisión del artículo 76.1 de su Reglamento, tomando en cuenta lo siguiente:

· El plazo razonable de la medida cautelar debiera cumplir con el período de seis meses con posibilidad de prórroga, una vez que la CIDH solicite a la Corte IDH prolongar la medida habiéndose establecido (mediante hechos  probatorios) que los beneficiarios continúan en situación de extrema urgencia y gravedad. 

· Una vez agotado el periodo de otorgamiento de 6 meses; la CIDH debiera evaluar la etapa de cumplimiento del Estado y analizar  aspectos de fondo, naturaleza y objeto de la medida. La medida cautelar cumple con el objeto de contrarrestar condiciones de extrema urgencia y gravedad para evitar un daño irreparable, si las condiciones persisten, la CIDH debiera requerir una medida provisional a la Corte IDH. 

· La Corte IDH deberá proceder y resolver. En caso de respuesta positiva, el Estado deberá adoptar la medida dentro de los plazos que establecerá la Corte (que no debiera exceder de seis meses). En situación contraria, deberá procederse al levantamiento de la medida cautelar y su respectivo archivo. 

xv. Solicitar a la CIDH que considere, en los casos de medidas cautelares otorgadas a favor de determinados colectivos que se encuentran en situación de urgencia y riesgo por motivo de una problemática estructural del Estado, evitar tratar de resolver el problema estructural de fondo, así como recurrir a la prórroga de la medida por hechos posteriores al otorgamiento de la medida. 

xvi. Reformar las funciones de la CIDH en esta materia, suprimiendo su atribución de otorgar medidas cautelares, manteniendo la competencia exclusiva de la Corte IDH, que convencionalmente tiene la facultad de dictar “medidas provisionales”. 

Para tal efecto, encomendar al Consejo Permanente a que, con el apoyo de la Corte IDH y la Secretaría General, elabore un proyecto de Plan de Trabajo para la transición correspondiente, a ser presentado para la consideración de la Asamblea General, hasta el 30 de mayo de 2013. 
Esta propuesta debe complementarse con la inclusión de una Disposición Transitoria en el Estatuto de la CIDH en estos términos:

“Una vez que se logre la universalización en la adhesión a todos los instrumentos interamericanos vinculantes sobre derechos humanos, las “medidas provisionales” serán de función exclusiva de la Corte IDH”.

En tanto la Corte IDH asume por completo las competencias en esta materia, la CIDH actuará bajo los términos descritos, a seguir:

a. La CIDH, a partir de una petición, podrá por propio conocimiento o por solicitud de parte, notificar a un Estado miembro de la CADH con medidas cautelares para prevenir daños irreparables y riesgo a las personas, comunidades, pueblos o grupos étnicos. Estas medidas son autónomas al tratamiento de peticiones y no constituyen bajo ningún criterio prejuzgamiento. La “urgencia” y la “gravedad” deben estar debidamente fundamentadas y contextualizadas.

b. La CIDH podrá también solicitar medidas cautelares al Estado cuando de la información públicamente conocida, verificada y sustentada se encuentren en riesgo las personas, comunidades, pueblos o grupos étnicos, y que, como consecuencia de este riesgo, se cause daño irreparable a los individuos o colectivos. No operan en conflictos entre particulares.

c. La CIDH, previa la solicitud de adopción de medidas cautelares a un Estado, deberá tener en cuenta lo siguiente: 

1) Verificación completa de la situación de gravedad, a partir de documentos y dependiendo de la calificación de riesgo, la CIDH efectuará una gestión previa in-loco. 

2) Reforzar el requisito establecido en el artículo 25 de su Reglamento, es decir que la Comisión deberá estudiar, en su análisis previo, si el o los propuestos beneficiarios acudieron a los sistemas nacionales de medidas cautelares y protección de DDHH en atención al principio de subsidiariedad. Además, la Comisión deberá analizar los esfuerzos adelantados por el Estado para prevenir el daño o minimizar sus efectos.  

3) Identificación de las personas, las comunidades, pueblos o grupos étnicos.

4) La expresa conformidad de los potenciales beneficiarios, si así fuere posible.

5) La CIDH de manera fundamentada comunicará a los peticionarios de una medida cautelar la decisión de otorgamiento de medidas, o, en su defecto, el trámite regular de petición o caso.

6) Las partes podrán ser oídas en audiencia de ser necesario, sobre la información que pudiere suministrar a la CIDH, para decidir sobre la petición de medidas cautelares.

7) Las medidas cautelares deben circunscribirse a la “gravedad y urgencia” de las situaciones que motivan su otorgamiento, para lo cual se tomarán en cuenta los principios de ius cogens y derechos primigenios.

8) Determinar claramente las circunstancias que suponen la inminencia del daño, y los distintos grados de riesgo que pueden existir en un caso.  

9) Utilizar como mecanismo de supervisión de medidas, reuniones de consulta entre los Estados y los peticionarios de medidas cautelares para definir cronogramas y cumplimientos, así como la eventual superación de gravedad y urgencia.

10) Entendiendo el contexto de la gravedad y urgencia, conceder al Estado plazos razonables para suministrar la información sobre el asunto materia de la solicitud de medidas cautelares. La información deberá provenir de fuentes públicas y privadas, siempre verificables. 

11) Examinar y hacer públicas las reglas de toma de decisión de la CIDH para otorgamiento de medidas cautelares. Se deben expresar los votos y las razones de los Comisionados para dicha decisión. 

12) Fundar y motivar jurídica y fácticamente el otorgamiento, revisión, prórroga o levantamiento de medidas cautelares. Habrá voto razonado de los miembros de la CIDH.

13) Evaluar como motivo de levantamiento de medidas cautelares el mal uso que hagan los eventuales beneficiarios de ellas.

14) Verificar que los peticionarios de medidas cautelares hayan agotado todas las instancias y recursos en el sistema doméstico, a fin de mantener la subsidiariedad del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. (Establecer mecanismos jurídicos que eviten que las medidas cautelares sean desnaturalizadas por uso abusivo y precario por parte de organizaciones no gubernamentales o personas que, conociendo de antemano que existen recursos judiciales disponibles en el sistema doméstico, acuden al Sistema Interamericano como un Tribunal de Instancia Superior, y no como subsidiario). 

15) La Comisión solicitará a las partes información fidedigna y verificable en cualquier momento para determinar el tipo de implementación de medidas cautelares. La Comisión podrá calificar el incumplimiento substancial de los beneficiarios de las medidas. El análisis de suspensión de medidas cautelares que afecte a personas, comunidades, pueblos o grupos étnicos tendrá mecanismos apropiados para su seguimiento y revisión técnica.

xvii. Solicitar a la CIDH que atribuya al sistema de medidas cautelares las características propias de un sistema de justicia cautelar, particularmente a  través de un tratamiento que denote sus cualidades de sumariedad (summaria cognitio), provisionalidad (pro tempore), revisabilidad (rebus sic stantibus), extraordinariedad, excepcionalidad, instrumentalidad, accesoriedad, buena fe, debida fundamentación (fumus bonii iuris), extrema gravedad y real urgencia (periculum in mora). De allí derivan especiales consideraciones para garantizar que las medidas cautelares: a) estén sujetas en todo momento a mecanismos adecuados de revisión periódica de manera oficiosa o a instancia de parte; b) se garantice su carácter esencialmente transitorio;
c)  especialmente aquellas medidas independientes del sometimiento de un caso concreto a la CIDH no terminen por desvirtuar el Sistema de Peticiones y Casos, ni se constituyan en un mecanismo reglamentario de justicia cautelar que se erija como una alternativa o tenga efectos sustitutivos del Sistema de Peticiones y Casos, el cual sí tiene un origen claramente convencional; y, d) su estudio de admisibilidad y, aún más, su solicitud a los Estados sea conducida bajo estrictos criterios de urgencia y extrema gravedad, como criterios centrales para determinar su procedencia. 

3. ASUNTOS DE PROCEDIMIENTO EN LA TRAMITACIÓN DE LOS CASOS Y PETICIONES INDIVIDUALES

A. Respecto de recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que realice un análisis riguroso acerca de las  excepciones contempladas en la CADH sobre el  agotamiento de los recursos internos. Especialmente en lo que corresponde a la calificación de ‘retardo injustificado’, teniendo en cuenta el alcance jurídico y el  contexto de cada caso. 
ii. Solicitar a la CIDH que esta recomendación sea estrictamente observada, en los términos del artículo 31 de su Reglamento.

iii. Solicitar a la CIDH que, previo a iniciar el estudio de la petición presentada, requiera al Estado presentar un informe sobre el agotamiento de los recursos internos. 

iv. Solicitar a la CIDH explorar alternativas para realizar el estudio inicial de una petición en un tiempo razonable. 

v. Solicitar a la CIDH que evite que algunas peticiones que son presentadas después de otras, sean notificadas a los Estados con antelación a las últimas, ya que supone un trato desigual para las víctimas, cuando  no existen causas aparentes para la alteración del orden cronológico.

vi. Solicitar a la CIDH aplicar con mayor rigurosidad los criterios ya previstos en los artículos 31, 32, 33, y 34 de su Reglamento y en los artículos 46 y 47 de la CADH, teniendo presente la subsidiariedad del SIDH y la carga de trabajo.
b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos, incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.

· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que modifique el artículo del Reglamento de la CIDH que contempla el archivo de las peticiones o casos, dado que con el que se cuenta a la fecha, la CIDH ha optado por desarchivar casos que ya contaban con informe de archivo de meses o años atrás. En este sentido, el archivo debe considerarse como una etapa de cierre de una petición o caso ante el SIDH, por lo que no es posible que se vuelva a abrir a debate en aras de la certeza jurídica. La modificación de las disposiciones sobre el archivo de las peticiones ante la CIDH debe incluir el criterio de la larga inactividad procesal por parte de los peticionarios para proceder con el mismo, así como los criterios para ordenar el desarchivo. 

ii. Solicitar a la CIDH que, en el artículo 42 de su Reglamento, considere adicionar un nuevo inciso que contemple también la hipótesis de archivo por prolongada  inactividad procesal.

iii. Solicitar a la CIDH que considere agregar a las causales previstas en su Reglamento una vinculada con la inactividad del peticionario durante un lapso de tiempo razonable. En este sentido, se propone agregar un inciso c. al artículo 42 del Reglamento en el tenor que sigue:

“Constate la inactividad del peticionario por un período razonable, superior a un año.”
iv. Solicitar a la CIDH que considere establecer criterios para procedimientos de archivo de casos, principalmente aquellos que han sido resueltos mediante procesos de solución amistosa o bien aquellos en los que los peticionarios han mostrado desinterés. 

v. Solicitar a la CIDH que observe lo que concierne al artículo 42, numeral 1, literales a y b, de su Reglamento, con respecto al archivo de una petición o caso.

vi. Solicitar a la CIDH programar consultas con los Estados Miembros para definir los criterios para el archivo de peticiones y casos.

c) Poner en práctica plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que reduzca a tres meses el período de registro y notificación al Estado concernido (objetivo contenido en el Plan Estratégico de la CIDH) y que establezca plazos razonables, equivalentes a los otorgados a los peticionarios, de cara a la situación que se debe documentar. El mecanismo de plazos cortos y prórrogas desgasta administrativamente y por igual al Estado, a los Peticionarios y a la CIDH. Cuando se trate de solicitudes de larga inactividad procesal, los plazos deben ser conformes a la posibilidad de los Estados para actualizar su información en cada caso concreto.
ii. Solicitar a la CIDH que establezca un plazo adecuado para la tramitación de peticiones, luego de lo cual caducará la posibilidad de responsabilizar al Estado, por lo violatorio que resulta mantener indefinidamente abierto un procedimiento ante la CIDH. 

iii. Solicitar a la CIDH que conciba mecanismos de comunicación más eficientes que reduzcan el intercambio de los escritos entre Estados y peticionarios. 
iv. Solicitar a la CIDH una mayor uniformidad en el tratamiento de los casos en lo que se refiere a los plazos de tramitación. La aplicación de esta recomendación deberá requerir cambios en el Reglamento de la CIDH.

d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
(Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que revise el artículo del Reglamento de la CIDH que contempla el mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo, toda vez que el mismo puede llegar a afectar derechos procesales tanto del Estado como de las presuntas víctimas. Con ello, no se verían afectados los derechos de las presuntas víctimas, sino por el contrario se garantiza un proceso riguroso, teniendo en cuenta que el propio trámite (Reglamento) de la CIDH establece dos etapas, una de admisibilidad y otra de fondo, distinción reflejada entre la evaluación que debe realizar la Comisión a los fines de declarar una petición admisible y la evaluación requerida para establecer una violación. 
ii. Solicitar a la CIDH que defina de manera más precisa lo que constituyen “circunstancias excepcionales" previstas en el artículo 36.2 de su Reglamento. 
iii. Solicitar a la CIDH establecer la práctica de realización de consultas con los Estados involucrados, de modo de verificar caso a caso si la situación realmente requiere la acumulación de etapas. 
iv. Solicitar a la CIDH que, para decidir sobre la acumulación, considere requerir una mayoría calificada y no simple. En consecuencia, se sugiere la inclusión de un nuevo inciso con esa previsión en el artículo 18 de su Reglamento.

v. Solicitar a la CIDH que, en todas las peticiones que se tramiten ante ella, se agoten todas las etapas establecidas en el reglamento y se evite la aplicación de los criterios para diferir el tratamiento de admisibilidad hasta el debate del fondo del asunto, ya que esto priva al Estado de ejercer su derecho a la defensa.

e) Establecer mecanismos para determinar e individualizar a las presuntas víctimas.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que establezca un protocolo para lograr la individualización e identificación de las víctimas en el marco del sistema de tramitación de los casos y peticiones individuales. Lo anterior, con el objetivo de que los Estados desde el inicio del trámite conozcan las presuntas víctimas y sea más fácil la búsqueda de información en las Entidades. 
ii. Solicitar a la CIDH que establezca, con anterioridad al informe de admisibilidad, la determinación del número e identidad de las presuntas víctimas, limitando la posibilidad de una acreditación posterior que afecte la seguridad jurídica, validez del proceso y desnaturalice el sistema.

iii. Solicitar a la CIDH que se cerciore de que las personas señaladas como víctimas respecto de una petición efectivamente lo sean.

iv. Solicitar a la CIDH que evite aplicar el principio de presunción de víctimas, porque esto dificulta la debida reparación al momento de suscribir una solución amistosa o de cumplir con las recomendaciones de la CIDH. 

v. Se solicita a la CIDH que, cuando los peticionarios presentan peticiones a través de un representante legal, requiera que esta representación esté debidamente documentada, a fin de evitar casos en que los peticionarios desconocen las diligencias realizadas por sus representantes, lo que obstaculiza el avance o la solución de los procesos.

vi. Solicitar a la CIDH que defina los criterios de inclusión de nuevas presuntas víctimas en procesos en trámite.

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere incluir la frase "a la mayor brevedad posible" en el inciso "2" del artículo 30 de su Reglamento.
ii. Solicitar a la CIDH que establezca la práctica de que el Grupo de Trabajo de Registro brinde información, a solicitud del Estado, sobre los expedientes bajo su evaluación, salvo casos de solicitud de reserva del peticionario o cuando la CIDH considere que su otorgamiento podría poner en riesgo al peticionario.

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
Solicitar a la CIDH que cuide que la notificación de la comunicación inicial al Estado sea realizada incluyendo información actualizada de los hechos. 
h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar la CIDH que considere atender esta recomendación mediante cambios en sus métodos de trabajo para que, al pronunciarse sobre la prioridad conferida a determinada demanda, fundamente esa decisión y explicite los parámetros que la guían.

ii. Solicitar a la CIDH que considere hacer un examen de sus prioridades para abordar las peticiones, así como del equilibrio entre el manejo de peticiones y otros componentes de su mandato, a fin de que los recursos de que dispone se concentren eficazmente en todos los componentes de su mandato.
iii. Solicitar a la CIDH que considere cuáles son los tipos de peticiones que está en mejores condiciones de abordar: en calidad de órgano con recursos limitados que complementa los sistemas de justicia nacionales y provinciales de los países de la región, la CIDH no debería tratar de intervenir en todas las situaciones de las cuales tome conocimiento en las cuales haya personas y comunidades en riesgo. En cambio, debería abordar los casos en que estén específicamente implicadas obligaciones internacionales afianzadas y aplicables en materia de derechos humanos, en que se cumplan los requisitos para su admisibilidad y en que la intervención de la Comisión sea necesaria.

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere autorizar excepcionalmente una prórroga superior a tres meses, tras tener en cuenta la naturaleza de la denuncia, las peculiaridades de cada Estado y la complejidad del caso. Se sugiere la inserción, en el artículo 30 del Reglamento, de un nuevo inciso que complemente su inciso "3".

ii. Solicitar a la CIDH que considere ampliar a 3 meses el plazo para hacer observaciones al informe de admisibilidad, debido a que en dicho informe se agregan hechos relativamente nuevos que se han suscitado en el transcurso del conocimiento de la petición y sobre los cuales el Estado debe investigar a través de todo su aparato estatal para establecer si estos hechos son verídicos. Asimismo, cuando la CIDH, con base en el principio de iura novit curia, indica en el informe de admisibilidad que conocerá de violaciones a derechos humanos no alegadas por los peticionarios, conceda al Estado un plazo mayor a los 2 meses que actualmente se otorgan para recabar y dar respuesta a estas alegaciones de violaciones. 

iii. Solicitar a la CIDH que considere ampliar el plazo actualmente previsto en el artículo 37.1 de su Reglamento a 6 meses, atendiendo a que los Estados están conformados por diversas instituciones con distintas competencias. 

iv. Solicitar a la CIDH que valore de forma objetiva los esfuerzos que el Estado realiza para dar cumplimiento a las recomendaciones, teniendo más acercamiento con los Estados e investigando cómo funciona el mismo, para que el posible otorgamiento de prórroga para cumplir con las recomendaciones no se vea influenciado por concepciones personales de las víctimas y sus representantes.  

v. Solicitar a la CIDH que dé prioridad a los mecanismos internos de reparación con los que los Estados cuentan, para no fomentar la duplicidad de mecanismos de reparación, que distan en gran medida unos de otros.
vi. Solicitar a la CIDH que elimine el límite máximo de prórroga de los plazos (cuatro meses) que se puede otorgar frente a solicitudes fundadas de los Estados, y entregar directrices más detalladas respecto a las causales para fundamentar la petición. En este sentido, se sugiere que el inciso 2° del artículo 37 del Reglamento vigente a la fecha, sea modificado en el siguiente sentido:
“La Secretaría Ejecutiva evaluará solicitudes de prórroga de los plazos mencionados en el inciso precedente que estén debidamente fundadas, teniendo especial consideración en la antigüedad de los hechos que fundamentan la petición, volumen de los antecedentes acompañados, naturaleza multisectorial del caso, entre otras circunstancias.”
j) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere incluir los criterios mencionados en dicha recomendación en el Artículo 44, párrafo 2, de su Reglamento.

ii. Solicitar a la CIDH que los plazos y prórrogas aplicables para un caso, previo su paso a la Corte IDH, atiendan a la naturaleza particular, los antecedentes y la complejidad del asunto.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere ampliar los mecanismos de información electrónica ya existentes, de modo de conceder amplio acceso al trámite de los casos y de peticiones.

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que incorpore a su página de Internet los archivos completos de los expedientes que se tramitan, con el fin de que puedan ser consultados por los peticionarios y por los Estados.

ii. Solicitar a la CIDH que considere diseñar un sistema ordenado cronológicamente para facilitar las consultas de los casos en la página de Internet.

iii. Solicitar a la CIDH la creación de carpetas virtuales temáticas.

B. Otras medidas propuestas por los Estados Miembros:
/
i. Abrir un debate acerca de la importancia de promover una propuesta de ley interna de cumplimiento de resoluciones del SIDH, principalmente sentencias de la Corte IDH. 

ii. Solicitar a la CIDH mejorar la sustanciación inicial de las peticiones y casos. Para ello podría considerarse:

· Determinar los plazos máximos en las etapas de revisión inicial, admisibilidad y fondo, evitando la acumulación de peticiones de antigua data que en algunos casos han devenido abstractas por superarse las situaciones denunciadas.

· Introducir el principio de oportunidad. Criterios de prioridades en el trámite de peticiones

· Determinar criterios objetivos de determinación de archivos, incluyendo las consecuencias de la adopción de la medida.

· Determinar criterios objetivos para la concesión de prórrogas a los plazos vinculados con cumplimiento de recomendaciones formuladas en informes Art. 50, incluyendo posibilidad de suspensión de términos.

· Establecer criterios objetivos para la remisión de un caso a la Corte IDH, evitando que la CIDH decida automáticamente enviar los casos a la Corte IDH como una categoría residual.

iii. Solicitar a la CIDH procurar una mayor coordinación con órganos de tratados de la ONU y otros mecanismos regionales que atiendan quejas individuales, con el fin de compartir técnicas para atender un creciente volumen de expedientes.

iv. Solicitar a la CIDH que examine sus prácticas administrativas para admitir nuevas peticiones y cerrar las peticiones inactivas. 

v. Solicitar a la CIDH que, cuando se observe un patrón de casos, adopte modalidades para atender aquellos conjuntamente.

vi. Solicitar a la CIDH que continúe con los encomiables esfuerzos para reducir tiempos en el trámite de peticiones y casos y adoptar procedimientos adicionales para apuntalar a aquellos

vii. Solicitar a la CIDH que considere cambiar la forma en que aplica sus normas, organiza su trabajo y lleva a cabo sus procedimientos. Aunque la insuficiencia de recursos influye, es posible tomar medidas para alcanzar esta meta en el marco de un presupuesto limitado.

viii. Solicitar a la CIDH que considere consultar la información disponible sobre la experiencia de numerosos órganos nacionales e internacionales con la tramitación de demandas en masa y aprovechar esa experiencia para lograr en sus procedimientos la mayor eficiencia y eficacia posibles en función del costo. 

ix. Solicitar a la CIDH mayor cuidado en cumplir estrictamente las normas procesales tanto para abordar los casos atrasados como para aumentar su credibilidad. Debido a que es un órgano con funciones cuasi-judiciales al cual se suele acudir para examinar la congruencia de las actuaciones judiciales nacionales con las normas internacionales, es importante que, al tramitar las peticiones, cumpla los procedimientos pertinentes y se desempeñe con total transparencia. 

x. Solicitar a la CIDH que, a fin de ofrecer la máxima transparencia posible a los peticionarios y a los Estados en los casos en que se admitan o se denieguen peticiones, explique de forma clara y concreta en sus comunicaciones la forma en que se aplican las normas de admisibilidad, incluido el requisito del agotamiento de los recursos internos. Al abordar el fondo de una petición, la CIDH debe indicar las disposiciones específicas de los instrumentos o tratados internacionales aplicables en cuestión, así como todos los hechos pertinentes, y analizar su aplicabilidad a la petición del caso.  

xi. Solicitar a la CIDH que considere, ante los numerosos casos sobre los cuales se plantean hechos y acusaciones similares, tramitarlos de manera más eficiente con el uso de plantillas para las comunicaciones y listas de comprobación. 

xii. Solicitar a la CIDH a que acelere la transición al pleno acceso en línea a las peticiones, los informes y las recomendaciones.

xiii. Reformar las funciones de la CIDH en esta materia, suprimiendo su atribución de tramitar los casos y peticiones individuales, manteniendo la competencia exclusiva de la Corte IDH. Por tanto, encomendar al Consejo Permanente, con el apoyo de la Corte IDH y la Secretaría General, la elaboración de un Plan de Trabajo para la transición correspondiente, a ser presentado para la consideración de la Asamblea General, hasta el 30 de abril de 2013.

Mientras dure el período de transición, la CIDH deberá observar los siguientes parámetros:

a. Considerar el agotamiento de recursos internos, previa la admisión del caso.

b. Elaborar un manual de admisibilidad de casos. 

c. Aplicar la regla de los seis meses para la admisibilidad, en razón de que los mecanismos tecnológicos no permiten aducir demora en la presentación de peticiones.

d. Motivar la no admisibilidad y admisibilidad de un caso con la publicidad de los votos de los comisionados.

4. SOLUCIONES AMISTOSAS
A. Respecto de las recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: 
a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que amplíe progresivamente la Unidad de Soluciones Amistosas recientemente creada y garantice una intervención más  activa. 
ii. Solicitar a la CIDH que. determine el papel de la CIDH en la elaboración de soluciones amistosas y el efecto de su no aval. 
iii. Solicitar a la CIDH que desarrolle un rol más activo en las soluciones amistosas, que se traduzca en una intervención en todas las etapas procesales  de manera que no sea una facultad potestativa. 
iv. Solicitar a la CIDH que reglamente que las actas o acuerdos de entendimiento para la búsqueda de soluciones amistosas, suscritas entre peticionarios o víctimas y el Estado, no son reconocimientos ipso facto de la responsabilidad internacional del Estado para la Comisión y el Sistema Interamericano en su conjunto. 
v. Solicitar a la CIDH el establecimiento efectivo de equipos de mediación, integrados por especialistas de la Comisión y por expertos locales, que podrían actuar en nombre de la Comisión, acelerando los procesos de solución amistosa.
vi. Solicitar a la CIDH que considere presentar un estudio de cómo podría fortalecer al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas, inclusive en lo tocante a los costos.

vii. Solicitar a la CIDH que tome en cuenta que los procesos de solución amistosa tengan componentes de mediación entre víctimas y Estados, de tal manera que este guarde congruencia con las expectativas de ambas partes y les permitan llegar a un acuerdo. 

viii. Solicitar a la CIDH que desarrolle un verdadero rol de mediador, supervisando que las partes estén debidamente representadas, particularmente las víctimas, que los acuerdos a que se lleguen efectivamente garanticen los derechos humanos de las víctimas y que no sirvan como un medio de obtener fondos económicos para los representantes legales de las mismas. La CIDH debe proponer reuniones de trabajo a las partes, no solo en su sede sino prioritariamente en el Estado que se encuentra promoviendo una solución amistosa, particularmente en el Estado, ello con el fin de seguir mediando e impulsando los consensos para arribar a una posible solución amistosa dentro de un plazo adecuado. La CIDH de oficio debe solicitar de forma periódica a las partes un informe sobre el avance de la negociación, ello cuando no le sea posible que las reuniones de trabajo se den de forma constante.

ix. Solicitar a la CIDH que lleve a cabo consultas periódicas con Estados para desarrollar métodos para el fortalecimiento del Grupo de Trabajo en la materia. Se podría requerir a los Estados a presentar propuestas por escrito previo a las reuniones de consulta. 

x. Solicitar a la CIDH que, en la priorización de sus acciones, la labor de los comisionados se concentre progresivamente en las soluciones amistosas.

xi. Solicitar a la CIDH procurar una mayor participación de la unidad de soluciones amistosas.  Recomendar que trabajar junto con los Estados en una vía que permita a éstos invitar a la unidad de soluciones amistosas a realizar reuniones de trabajo en los países, permitiendo que los Estados puedan cooperar con los gastos que este tipo de traslado requiera, y de esta manera ir finalizando acuerdos que ya se hubieran concluido, si se hubiera contado con un mayor involucramiento por parte de la CIDH. Se propone la creación de un fondo voluntario para la operatividad de la unidad de soluciones amistosas, con un reglamento para su uso.

b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere que el relator del Estado involucrado en la petición dirija el proceso de solución amistosa, con el apoyo del Grupo de Trabajo.

ii. Solicitar a la CIDH que la dirección de dicho Grupo sea rotativa entre los comisionados de manera regular, posiblemente de manera anual.

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que se ponga a disposición de las partes a partir del primer traslado de una petición.
ii. Solicitar a la CIDH considere la inserción en su Reglamento de una disposición en ese sentido. Solicitar también que considere la posibilidad de que una solución amistosa sea dada a conocer al Estado en la primera notificación, tras el análisis de las disposiciones contenidas en el artículo 28 del Reglamento.

iii. Solicitar a la CIDH que, como funciona actualmente, sea a partir del Informe de admisibilidad en que se ponga a disposición de las partes para arribar a una solución amistosa, y no antes, debido a que algunas veces el sistema de peticiones individuales es mal utilizado por algunas personas que utilizan el mismo sin ser propiamente víctimas. Que las partes estén obligadas a, dentro del término de 60 días y a partir de la notificación del informe de admisibilidad, presentar por escrito a la CIDH su intención de iniciar un proceso de solución amistosa; en caso de no recibirse las dos respuestas, debe entenderse que el procedimiento para la emisión del informe de fondo debe comenzar, para lo cual la CIDH debe aplicar el plazo establecido en el artículo 23.2 de su Estatuto. En caso que ambas partes presenten sus escritos dando su consentimiento para iniciar la solución amistosa, éstas deben quedar obligadas a presentar propuestas ante la CIDH en un plazo prudencial atendiendo a la complejidad de cada caso.

iv. Solicitar a la CIDH que considere incluir una norma que consagre la obligación de someterse, luego de haber sido declarado admisible el caso, a un proceso de búsqueda de bases para una solución amistosa, que se materializaría a través de una convocatoria de la CIDH a las partes, con miras a orientarlas para llegar a un acuerdo. De esta forma, se sugiere que los incisos 1° y 2° del artículo 40 del Reglamento de la CIDH vigente a la fecha, sean modificados en el siguiente sentido:

1. Una vez aprobado el informe de admisibilidad, la Comisión convocará a las partes a fin de orientarlas para llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto de los derechos humanos establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Declaración Americana y otros instrumentos aplicables. 

2. El procedimiento de solución amistosa continuará con base en el consentimiento de las partes.”
d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que analice fijar un plazo máximo para la adopción del informe artículo 49 de la CADH.
ii. Solicitar a la CIDH que considere incluir, en el artículo 40.5 de su Reglamento, un plazo para la publicación de ese informe.
iii. Solicitar a la CIDH que reglamente lo dispuesto por el artículo 49 de la CADH, en el sentido de que los Acuerdos de Solución Amistosas en los que haya intervenido sean aprobados y publicados dentro de un plazo prudencial.

iv. Solicitar a la CIDH que observe lo dispuesto en el artículo 23.2 de su Estatuto en el sentido de que, en caso de no llegarse a una solución amistosa y abandonada la negociación, se debe emitir el Informe de Fondo en el plazo de 180 días.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere que los elementos esenciales que deben incluirse en este instrumento son: la voluntad de las partes para llegar a un acuerdo, las medidas de reparación, pecuniarias y no pecuniarias, el tiempo que se llevarán a cabo otras medidas de reparación.
ii. Solicitar a la CIDH que, en todo momento, mantenga una posición imparcial, es decir que si existen casos en los cuales las víctimas no poseen representación legal, la CIDH no asuma el papel de representante, ya que claramente se observaría una parcialización por parte de este órgano, lo cual incluso iría en contra de los preceptos de la CADH y del derecho internacional de los derechos humanos. Para aplicar esta recomendación, se deberá adoptar un párrafo en la resolución de la Asamblea General, que lea de la siguiente manera: 
“Crear, donde sea necesario, y fortalecer la capacidad de gestión de las defensorías del pueblo de cada país o una figura similar, a fin de que actúen en representación de las presuntas víctimas cuando estas no tengan recursos suficientes.”
iii. Solicitar a los Estados Miembros que envíen información sobre sus experiencias de acuerdo a un cronograma propuesto por la CIDH.

iv. Solicitar a la CIDH que analice determinar un protocolo de actuación de las soluciones amistosas que fomente el equilibrio y el dialogo franco entre las partes.
f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere presentar un estudio de cómo podría implementar esa recomendación. La capacitación podría ser extendida a agentes de Estado y a otros usuarios del SIDH, por medio, inclusive, de cursos ya previstos en el calendario de actividades de la CIDH.
5. CRITERIOS PARA LA ELABORACIÓN DEL CAPÍTULO IV DEL INFORME ANUAL DE LA CIDH: DESARROLLO DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LA REGIÓN.
A. Respecto de las recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:
a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere la posibilidad de que el Capítulo IV de su Informe Anual no continúe enfocándose en situaciones nacionales de especial preocupación, sino que se concentre en situaciones temáticas y de grupos en situación de vulnerabilidad (e.g., indígenas, migrantes, personas con discapacidad, niños, niñas y adolescentes, entre otros) de especial preocupación, señalando los países en los que estas situaciones se presentan y haciendo recomendaciones para atenderlas
ii. Solicitar a la CIDH que, a fin de hacer efectivo el derecho al contradictorio, haga constar en su informe anual la respuesta del Estado involucrado. Ese procedimiento daría mayor transparencia al proceso de inclusión de países en el Capítulo IV.

iii. Reconocer que el Capítulo IV del Informe Anual es actualmente un mecanismo muy útil para destacar las más graves violaciones de derechos humanos en el hemisferio, por lo que la CIDH debe mantener poder discrecional para examinar y hacer recomendaciones en relación con las situaciones de derechos humanos peculiares a ciertos países en los cuales la violación de determinados derechos es de especial preocupación. 

iv. Solicitar a la CIDH que establezca un procedimiento para la presentación de su informe anual, dentro del cual debe contemplarse que los Estados tengan conocimiento de su contenido previo a su publicación, para la presentación de las observaciones y recomendaciones que consideren pertinentes.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que el capítulo IV esté fundado en los principios de universalidad, imparcialidad, objetividad y no selectividad, con una visión más constructiva, consultando fuentes estatales y no estatales y propias del SIDH (incluyendo la información con la que cuentan los relatores y la recopilada a través de las visitas in loco). El Informe, en particular su Capítulo IV, debe comprender las diferentes problemáticas en el hemisferio, así como los esfuerzos de mejoramiento que han hecho los países. 
ii. Solicitar a la CIDH que, para aumentar la transparencia y objetividad de este examen, especifique las fuentes que se tomarán a los fines de la elaboración de este informe.

iii. Solicitar a la CIDH que evalúe la posibilidad de aclarar el contenido de esos criterios, dado que varios admiten una interpretación  extensiva.  
iv. Solicitar a la CIDH que cite las fuentes utilizadas para la adopción de  decisiones sobre la inclusión de un país en el Capítulo IV, y  que tenga en cuenta informaciones de orígenes diversos, como la evaluación del país de que se trate por el mecanismo de examen periódico universal del Consejo de Derechos Humanos y por otros mecanismos convencionales y extra convencionales del Sistema de Derechos Humanos de la ONU. 
v. Solicitar a la CIDH que los Estados involucrados sean siempre consultados para darles la oportunidad de presentar información adicional, la cual la CIDH haría pública.

vi. Reconocer que corresponde a la CIDH, como entidad independiente y órgano experto en la materia, determinar los criterios, metodología y procedimiento adecuados para preparar el Capítulo IV de su informe anual. Sin perjuicio de ello, solicitar a la CIDH aclarar aún más los criterios y el proceso que sigue para  beneficio de los Estados Miembros interesados.  

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que explore la posibilidad de realizar un informe general de todos los Estados Miembros, incluyendo variables vinculadas al SIDH (grado de ratificación de instrumentos, cantidad de casos, seguimiento y cumplimiento de decisiones, etc.), así como principales desarrollos normativos e institucionales en materia de derechos humanos. Así, para la elaboración de este informe, se podrían utilizar los mecanismos del sistema universal de derechos humanos, en particular la información ya existente en el Consejo de Derechos Humanos de la ONU, a través del Examen Periódico Universal, a partir del cual existe información objetiva sobre la situación de derechos humanos en todos los países que son Estados Miembros de la OEA. Ello procurará también una mayor interrelación entre OEA y ONU en este tema, coherente con el rol de la OEA como organización regional emanada del Capítulo VIII de la Carta de la ONU. Esta interrelación es una antigua aspiración de la OEA que con una iniciativa de este tipo podría cristalizarse en algo concreto.  De esta manera, se generaría un mecanismo por el cual todos y cada uno de los países puedan ser objeto anualmente de un análisis y el progreso con relación a: a) esfuerzo para ratificar instrumentos, b) grado de cumplimiento de decisiones de la CIDH o de la Corte, c) cantidad de casos, tipo de violaciones alegadas y grado de conocimiento interno de las normas y los órganos del sistema, d) respuesta a medidas cautelares o cumplimiento de decisiones y sentencias de la Corte. Además, con base en la información de la ONU, se podría incluir una síntesis de la situación de derechos humanos en el país, en los términos señalados por el párrafo anterior. Como complemento de este diagnóstico sobre todos los países, debe existir anualmente, por ejemplo en el ámbito de la CAJP, un espacio interactivo donde la CIDH, luego de presentar su informe  sobre la situación en todos los países de la región, dialogue constructivamente con todos los países para escuchar las reacciones frente al informe de cada país. En esta instancia transparente, todos los países tendrían que dar cuenta públicamente de, por ejemplo, las limitaciones que aun tienen para ratificar los instrumentos, o las razones para no dar cumplimiento a medidas cautelares, etc. Para atender el caso de situaciones de países que la CIDH considera que requieren mayor atención por mantener situaciones estructurales que afectan el pleno goce de los derechos humanos, al referirse a la situación de esos países en el informe global sobre toda la región, la CIDH tendrá la oportunidad de asumir la responsabilidad de transmitir con el énfasis necesario y la gravedad del caso, los aspectos vinculados a los derechos humanos en ese país que más le preocupan. Asimismo, la CIDH tendrá oportunidad de realizar esas precisiones en el transcurso del dialogo interactivo con el país en cuestión, pero en un marco de equidad en el cual todos los países son analizados y deben responder por sus avances y retrocesos. 

ii. Solicitar a la CIDH que establezca un mecanismo para incluir en el informe a anual a todos los Estados Miembros.
iii. Solicitar a la CIDH que el informe tenga una visión omnicomprensiva del hemisferio que favorezca una mirada integral a la situación de los países y contribuya la adopción o fortalecimiento de políticas públicas, lo cual sólo se logra a través de una aproximación constructiva que no haga señalamientos sino evaluaciones de todos los países que incluya indicadores del grado de compromiso con el Sistema y que evidencien el por qué una situación puede o no ser de preocupación para el Sistema Interamericano. De análoga manera, que incluya recomendaciones para una superación conjunta de los problemas. El sistema podría tomar la experiencia exitosa de la relatoría para la Libertad de Expresión en la elaboración de informes acerca de la situación de todos los países del hemisferio. Sólo a partir de una visión integral se puede lograr una mayor conciencia de los derechos humanos en los países que supere el estadio del señalamiento contribuyendo al cambio, diseño y fortalecimiento de políticas públicas. Esta aproximación resultaría provechosa y productiva. Para tal fin, a manera de transición se sugiere explorar mecanismos rotativos de evaluación que permitan  la universalidad de éste capítulo. 
iv. Solicitar a la CIDH que cuide actuar en forma objetiva y no selectiva al ejercer actividades de seguimiento de los derechos humanos en la región. Esa atribución está prevista en los instrumentos jurídicos que regulan el SIDH y puede ser ejercida por medio de una amplia gama de instrumentos, como la tramitación de peticiones, casos y medidas cautelares, la elaboración de informes temáticos o sobre países, la convocatoria a audiencias públicas y reuniones de trabajo y la realización de visitas in loco.

v. Solicitar a la CIDH que de un tratamiento más sistemático y uniforme al conjunto de informaciones y de recomendaciones sobre la situación de los derechos humanos en cada país, emanadas de todos esos mecanismos, de modo que ponga de manifiesto la atención dispensada a todos los países del hemisferio. Ese tratamiento de informaciones y recomendaciones sobre cada país no privaría a la CIDH de la posibilidad de seguir refiriéndose, de modo específico, a la situación de países sobre el Capítulo IV, siempre que la CIDH lo haga de modo fundamentado, dialogado y orientado a la superación de los desafíos que afecten el país considerado.
vi. Reconocer que la ampliación del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para analizar la situación de derechos humanos en todos los países de la región podría: debilitar la capacidad de la CIDH para atender las más graves violaciones de derechos humanos en el hemisferio; duplicar innecesariamente la extensa labor que ya se lleva a cabo al interior del sistema de derechos humanos de la ONU; implicar una carga financiera indebida para la CIDH.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que, al considerar la situación de los derechos humanos en  determinado país, observe los principios de indivisibilidad e interdependencia entre todos los derechos humanos, con base en criterios objetivos y transparentes de evaluación. 

B. Otras medidas propuestas por los Estados Miembros
:

i. Solicitar a la CIDH dejar sin efecto el Capítulo IV y suspender la continuidad del mismo, por ser de naturaleza discriminatoria y susceptible de manipulación política, lo que no contribuye a mejorar la defensa y protección de los derechos humanos en la región, sino que se ha  convertido en una herramienta de control político selectiva en contra de algunos Estados.

ii. Reformar el Artículo 18 del Estatuto de la CIDH, en la misma línea de las recomendaciones propuestas: 




“IV. FUNCIONES Y ATRIBUCIONES.  

Artículo 18.

Respecto a los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos, la Comisión tiene las siguientes atribuciones: 


(…)

f. Rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización, en el cual se tenga debida cuenta del régimen jurídico aplicable a los Estados partes en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los Estados que no son partes.   Este Informe deberá incluir un análisis objetivo e integral de la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean Estados parte o no de todos los instrumentos interamericanos de derechos humanos. Se deberán incluir además los derechos económicos, sociales y culturales, derechos colectivos, derechos ambientales y de desarrollo, empleando tanto fuentes públicas como privadas, siempre verificables; 

f.bis) Asimismo, el Informe anual se deberá considerar: 

a) Los casos en los que los Gobiernos de los Estados no hayan llegado al poder mediante elecciones populares por el voto secreto, genuino, periódico y libre, según normas internacionalmente aceptadas;

 b) Los casos en los que los Estados en el ejercicio de los derechos consignados en la Convención Americana o la Declaración Americana de Derechos Humanos, hayan suspendido los derechos en virtud de la disposición de medidas excepcionales, tales como el estado de emergencia, estado de sitio, medidas de seguridad y demás; 

c) Cuando existan pruebas fehacientes de que un Estado comete violaciones masivas y graves de los derechos humanos garantizados en los instrumentos internacionales de derechos humanos aplicables, tales como ejecuciones extrajudiciales, tortura, desaparición forzada, y otros similares; 

d) Los Estados que se encuentran en un proceso de transición de cualquiera de las tres situaciones anteriores; y 

e) En caso de situaciones coyunturales o estructurales, que estén presentes en Estados que por diversas razones enfrenten situaciones que afecten seria y gravemente el goce y disfrute de los derechos consagrados en la Convención Americana de Derechos Humanos o en la Declaración Americana de Derechos Humanos.”

6. PROMOCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS.

A. Respecto de recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:
a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que atienda la solicitud de la Asamblea General en cuanto a elaborar un anteproyecto que actualice el Programa Interamericano de Promoción de los Derechos Humanos, y presentarlo al Consejo Permanente.
ii. Solicitar a la CIDH que, en equilibrio con las funciones de protección, identifique necesidades programáticas urgentes y específicas de promoción a partir de una ponderación diferenciada de los contextos nacionales. 
iii. Solicitar a la CIDH que, para potencializar el rol de promoción, explore  formas creativas de asociación con las principales campañas de difusión que los Estados Miembros desarrollan en materia de derechos humanos, aportando el prestigio de la CIDH a las políticas públicas que llevan a cabo los Estados democráticos de manera  transparente y comprometida para atacar los principales desafíos de la región en materia de derechos humanos. 

iv. Solicitar a la CIDH que considere crear una matriz de cooperación e intercambio de experiencias sobre el impacto del SIDH en los desarrollos legislativos, jurisprudenciales y de políticas públicas en materia de derechos humanos a nivel nacional, que incluya la difusión de casos emblemáticos ante la CIDH cuya resolución implicaron mejoras institucionales.

v. Solicitar a la CIDH que considere incluir siempre en su planeamiento estratégico actividades de promoción de derechos humanos y presente un estudio de cómo podría ampliar la cooperación con los Estados.

vi. Solicitar a la CIDH que, con el fin de promover el conocimiento y respeto de los derechos humanos en la región, considere incorporar entre las labores del Presidente de la CIDH la elaboración de un plan anual de actividades que tenga por objeto la promoción de los derechos humanos, poniendo un especial énfasis en el fortalecimiento de las instituciones o autoridades nacionales de administración o procuración de justicia, así como también, prestar asesoría a los Estados en el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule. De esta forma, se sugiere incluir una letra h.1 en el artículo 10 del Reglamento de la CIDH vigente a la fecha, que estipule lo siguiente:
“h.1 Sugerir un plan anual de actividades que tenga por objeto la promoción de los derechos humanos, poniendo un especial énfasis en el fortalecimiento de las instituciones o autoridades nacionales de administración o procuración de justicia, así como también, prestar asesoría a los Estados en el cumplimiento de las recomendaciones que la propia Comisión formule.”

vii. Reformar el Artículo 18 del Estatuto de la CIDH de la siguiente forma, con el propósito de que la CIDH alcance un equilibrio adecuado entre sus labores de promoción y protección de los derechos humanos: 

“i) A fin de garantizar la plena vigencia de los derechos humanos, así como el fomento de la cooperación regional, la  Comisión promoverá la difusión, la aplicación y la capacitación en materia de derechos humanos, y para el efecto, tendrá asimismo las siguientes atribuciones: Realizar actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.”

viii. Solicitar a la CIDH que siga buscando formas de equilibrar y priorizar su trabajo a medida que las circunstancias van cambiando. La promoción es una función que puede desempeñarse de manera universal y en muchos niveles, y se presta muy bien al financiamiento con contribuciones voluntarias y a la cooperación con diversos socios. La Comisión debería tratar activamente de obtener asistencia de ese tipo para esta parte de su mandato a fin de reducir la presión sobre sus recursos limitados.

ix. Solicitar a los Estados establecer como prioridad el fortalecimiento de sus instituciones a través de la capacitación de sus funcionarios  en coordinación con la CIDH.

x. Solicitar a la CIDH que la promoción de los derechos humanos se lleve a cabo también a través de medios de comunicación  masiva, universidades e instituciones educativas de nivel secundario y primario.

xi. Solicitar a la CIDH que elaborare un programa anual de estas actividades.
xii. Reconocer que las labores de promoción y protección de los derechos humanos que lleva a cabo la CIDH son complementarias entre sí y no transitan por carriles distintos. 

xiii. Alentar que las labores entre distintos organismos interamericanos y nacionales se complementen y no se superpongan en los planos nacional, regional y  universal. 

b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere que la aplicación de esta recomendación puede ser lograda por medio de la ampliación de cursos de capacitación ya ofrecidos por la CIDH, que podrían ser realizados inclusive a distancia, de modo de ampliar la participación y reducir costos, así como mediante asociaciones con Estados, por medio de módulos que serían impartidos por miembros o funcionarios de la CIDH a funcionarios del país beneficiario.

ii. Solicitar a la CIDH que, en el marco de las actividades de promoción, considere la importancia de, al igual que la Corte IDH, celebrar períodos de sesiones fuera de su sede, toda vez que la relevancia y valor que importa esta práctica constituye un espacio propicio para el conocimiento y difusión de sus labores. Estas sesiones elevarían la visibilidad del quehacer de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos y permitirían el necesario, enriquecedor y constructivo diálogo que debe imperar entre las instancias internacionales y las  autoridades y mecanismos internos. En este sentido, se sugiere la inclusión de un nuevo artículo en el Reglamento de la CIDH en los siguiente términos: 

“La Comisión podrá reunirse en cualquier Estado miembro en que lo considere conveniente por mayoría absoluta de sus miembros y previa aquiescencia del Estado respectivo.”
iii. Reformar el Artículo 18 del Estatuto de la CIDH de la siguiente forma: 

 “ii) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, con miras a asegurar la efectiva realización de los derechos humanos y eliminar las causas de su violación.”

iv. Solicitar a la CIDH que considere ofrecer propuestas concretas a los Estados sobre formas en que se les puede suministrar asistencia técnica para fortalecer su legislación interna y la capacitación de funcionarios. 

c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Reformar el Artículo 18 del Estatuto de la CIDH de la siguiente forma: 

 “iii) Contribuir, cuando sea requerido por los Estados, al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.”

ii. Solicitar a la CIDH que otorgue especial importancia a las tareas de promoción. En tal sentido, podría considerarse la posibilidad de diseñar e implementar acciones tendientes a la promoción de los Derechos Humanos con especial énfasis en el fortalecimiento de los aparatos judiciales nacionales. Lo anterior, en equilibrio con la función de Defensa de los Derechos Humanos en los Estados Miembros. 
iii. Solicitar a la CIDH que realice actividades de promoción de los derechos humanos, en las que actores de sociedad civil y funcionarios del Estado puedan participar en el conocimiento de las labores que realiza para promover los derechos humanos en la región.

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
Solicitar a la CIDH que divulgue sus actividades de promoción en su informe anual y en su sitio de Internet.
Solicitar  a la CIDH que realice foros temáticos que se desarrollen en los Estados. El Sistema debe descentralizarse. Estos acercamientos, permiten fortalecer el sistema en la región y avanzar hacia una cultura en Derechos Humanos. 
e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a los Estados que recurran a la asesoría de la CIDH para la formulación e implementación de políticas públicas que respeten y garanticen los derechos humanos, así como el cumplimiento de las reparaciones derivadas de Acuerdos de Solución Amistosa y de recomendaciones que formule en sus informes de fondo. 

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Fortalecer el IIDH para soporte en el tema de capacitación a funcionarios públicos.  

ii. Solicitar a la CIDH prestar este tipo de asesoría previa solicitud del Estado, y acordar los términos de ésta caso por caso.

iii. Reformar el Artículo 18 del Estatuto de la CIDH de la siguiente forma: 

 “v) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.”

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Reconocer que, para la aplicación de esa recomendación, se tendrá presente la preservación de la autonomía de las relatorías para el ejercicio de sus funciones. Podría ser tomado como parámetro el Código de Conducta aplicable a los procedimientos especiales del Sistema de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

ii. Encomendar al Comité Jurídico Interamericano que elabore un Proyecto de Código de Conducta para las Relatorías, mismo que deberá ser presentado al Consejo Permanente hasta el 01 de diciembre de 2013, previa aprobación de la Asamblea General, convocada para resolver sobre el Fortalecimiento del SIDH.
B. Respecto de las recomendaciones dirigidas a los Estados Miembros: 

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros
· La Asamblea General adopta las siguientes medidas:

i. Realizar seminarios en cooperación con los Estados Miembros.


En el marco de las sesiones ordinarias de la CIDH, podría considerar la posibilidad de destinar una audiencia/seminario anual con sede rotativa entre los Estados orientada a promover y divulgar el intercambio de experiencias exitosas y buenas prácticas. Dicho seminario podría luego documentarse en la página web de la CIDH y en el Informe Anual. Podría resultar beneficioso crear espacios (conferencias jurídicas, foros y/u otros) en el que los Estados puedan intercambiar ideas y compartir los más frecuentes y usuales obstáculos y desafíos en la implementación de recomendaciones y/u órdenes. 
ii. Solicitar a los Estados Miembros que promuevan espacios de intercambio de experiencias y buenas prácticas con otros Estados de la región.

iii. Desarrollar este tema en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos. Se deberá impulsar y proponer a las instituciones con las que reforzaría la capacitación a niveles del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial.

iv. Celebrar una reunión anual entre Estados Miembros para intercambiar experiencias y prácticas sobre éste y otros temas relacionados con la cooperación de los Estados Miembros con el SIDH y cumplimiento de obligaciones asumidas en materia de derechos humanos. 

v. Solicitar a los Estados Miembros que envíen a sus funcionarios nacionales encargados de la vinculación con el SIDH a participar en las reuniones anuales sobre cooperación con el SIDH y cumplimiento de obligaciones asumidas en materia de derechos humanos.
vi. Actualizar el Programa Interamericano de Promoción de los Derechos Humanos. Los objetivos del Programa actualizado, a título indicativo, serían los siguientes:

· Destacar que la promoción refuerza la protección de los derechos humanos en el Hemisferio, y viceversa.

· Potenciar la promoción de los derechos humanos, como un máximo común denominador entre los actores del SIDH, de cara al fortalecimiento del mismo.

· Sistematizar los aportes de los Estados miembros, órganos competentes y sociedad civil, en un marco de acción institucional de política pública interamericana de promoción de los derechos humanos, que derive un provecho amplificado de los informes, audiencias, visitas y Relatorías de la CIDH.

· Articular lineamientos en función del intercambio de buenas prácticas de implementación de las decisiones del sistema mencionado. 

· Enmarcar la cooperación entre las instituciones nacionales competentes y los órganos protectores de dicho sistema, a efecto de contribuir al fortalecimiento de las mismas y a complementar los planes en el campo de los derechos humanos en aquellos Estados miembros que cuenten con ellos.

· Plantear la elaboración de un directorio de instituciones nacionales competentes, que puedan servir de agentes multiplicadores del Programa aludido.

· Poner de relieve las actividades de la CIDH en capacitación de funcionarios estatales y defensores de derechos humanos, así como la divulgación de normas y procedimientos del sistema.

· Redefinir los destinatarios en primera instancia de la promoción de los derechos humanos, por ejemplo, los sectores más vulnerables, las fuerzas del orden, los periodistas y el magisterio, como medios para estimular la conciencia de los derechos humanos.

· Ayudar a una mejor vinculación del SIDH con los sistemas nacionales de justicia.

· Impulsar la universalización del sistema precitado.
· Reflejar la disposición de la CIDH a brindar la asesoría técnica que requieran los Estados miembros, así como a atender las consultas que dichos Estados le formulen por medio de la Secretaria General.
· Orientar la actualización de los Acuerdos de promoción de los derechos humanos entre la Comisión y la Corte Interamericanas y el Instituto Interamericano de Derechos Humanos.
· Contribuir a que el diálogo entre los actores del sistema cuente con un marco de referencia por excelencia preventivo, al actualizar la Asamblea General Extraordinaria el Programa Interamericano de Promoción de los Derechos Humanos, algunas de cuyas medidas serian cumplidas por el Consejo Permanente, en lo que corresponde, con el apoyo de la Secretaría General.
· Proyectar el acervo dinámico de la OEA en la esfera de la promoción de los derechos humanos, cuyos progresos constarían en el informe anual de la CIDH.
7. FORTALECIMIENTO FINANCIERO DE LA CIDH
A. Respecto de las recomendaciones a los Estados Miembros: 

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.

· La Asamblea General adopta las siguientes medidas:

i. Reemplazar, de manera paulatina y en un plazo no mayor a dos años, el financiamiento proveniente de contribuciones voluntarias por aportes obligatorios de los Estados Miembros, conformando un fondo específico -que forme parte del programa-presupuesto anual de Organización- para el pleno financiamiento del sistema. Los aportes de cada Estado podrían ser definidos en proporción a la cantidad de habitantes de cada país, en función de que son todos los individuos sometidos a su jurisdicción los que deben ser en definitiva protegidos por las normas y los órganos de protección. Este nuevo fondo podría ser administrado por la propia CIDH, la cual, al poseer una visión general, podrá distribuirlo de acuerdo a las necesidades puntuales de financiamiento de su plan estratégico de actividades. No obstante esto, hasta tanto se logre este objetivo, el Sistema seguiría funcionando con contribuciones voluntarias.

ii. Elaborar un presupuesto detallado de lo requerido para la aplicación de las recomendaciones del Grupo de Trabajo.  
iii. Considerar el establecimiento de contribuciones anuales obligatorias de los Estados Miembros al SIDH, a partir del presupuesto anual 2014, que vayan aumentando de manera progresiva hasta que se asegure un financiamiento adecuado, conforme al esquema de dos vías paralelas y complementarias.

iv. Disponer la aprobación en cada programación presupuestal, de incrementos progresivos de los recursos asignados a los órganos del SIDH, tomando en cuenta las restricciones presupuestarias de la Organización y a la es era de una solución definitiva que derive de la propuesta del mecanismo o grupo técnico que se conformará sobre el particular.
b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.
c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

· La Asamblea General adopta las siguientes medidas:

i. Disponer la entrada en vigor de manera inmediata de la vía de “financiamiento mixto”, mediante recursos del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias, las mismas que se distribuirán equitativamente y sin fines específicos para todos los órganos del SIDH, incluyendo las relatorías. Disponer la entrada en vigor de la vía de financiamiento progresivo del  SIDH con recursos asignados fundamentalmente del presupuesto regular de la OEA, para cubrir de manera adecuada las necesidades identificadas por los Estados y los órganos del sistema, a partir del 1 de enero de 2014.

ii. Encargar al mecanismo o grupo técnico la elaboración y presentación de una propuesta  a la Asamblea General para la implementación del esquema de dos vías.
iii. Revisar diversas opciones para operativizar el Fondo Oliver Jackman. 
d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
· La Asamblea General adopta las siguientes medidas:

i. Encomendar al Consejo Permanente la creación de un grupo técnico cuyo mandato será: determinar las necesidades financieras de los órganos del SIDH, con base en lo establecido en los planes estratégicos de aquellos y considerar y elaborar propuestas viables para lograr el financiamiento adecuado de los órganos. Entre otras propuestas, el grupo técnico deberá considerar la propuesta de esquema de dos vías paralelas y complementarias. El grupo técnico estará integrado por representantes de los Estados Miembros, de la Secretaría General de la OEA y de los órganos del SIDH. El grupo técnico deberá presentar su propuesta a la Asamblea General a más tardar durante el cuarto trimestre de 2013.

ii. A partir del II Trimestre 2013, crear un Grupo Técnico conformado por los Estados Miembros, la Secretaría General y los órganos del SIDH, con el propósito de precisar las necesidades financieras del sistema, con miras a establecer mecanismos de gestión eficientes y facilitar a los órganos del sistema, la rendición de cuentas. El Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-15 de la Corte Interamericana servirán como fundamento inicial para considerar las necesidades presupuestarias requeridas.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras.

· La Asamblea General adopta las siguientes medidas:

i. Solicitar a los Estados Miembros a que se comprometan a hacer contribuciones voluntarias a la CIDH y Corte IDH por un período determinado de tiempo (vinculado al período de tiempo que se requiera para terminar de aumentar las posibles contribuciones anuales obligatorias al SIDH, conforme a las medidas contempladas para las recomendaciones a, c y d). Los Estados Miembros procurarán hacer estas contribuciones voluntarias sin fines específicos, o bien únicamente destinando 20% de la contribución voluntaria a fines específicos, tal y como se prevé al menos en el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH.

ii. Hacer un llamado a los Estados Observadores y otras instituciones u organizaciones donantes a hacer contribuciones voluntarias sin fines específicos, o bien únicamente destinando 20% de la contribución voluntaria a fines específicos, siempre y cuando ello no impida hacer su contribución voluntarias, ya que, mientras no se alcance un financiamiento adecuado proveniente del presupuesto regular de la OEA, las contribuciones voluntarias permiten que el SIDH continúe operando. 

iii. Solicitar que,  de existir contribuciones voluntarias, éstas deberán hacerse sin fines específicos para cubrir equitativamente a los órganos del SIDH, así como a las dependencias y grupos de trabajo de la CIDH, y entre las relatorías.

iv. Evitar que cualquier medida sea interpretada o aplicada de modo que debilite a los órganos del SIDH, o que comprometa indebidamente la autonomía e independencia de los mismos.

v. Promover donaciones al Fondo de Capitales Oliver Jackman para el Funcionamiento del SIDH.

B. Respecto de las recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que considere insertar una disposición en ese sentido en el artículo 59 de su Reglamento. 
ii. Solicitar a la CIDH que considere incluir en esa información tanto datos sobre gastos, como la medición de los resultados.  
iii. Solicitar a la CIDH que busque herramientas de gestión que permitan mayor transparencia a dicha información.

iv. Solicitar a la CIDH que, en su Informe Anual, incluya, de forma clara y verificable, información detallada sobre la gestión de los recursos recibidos.

b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Evitar que cualquier medida sea interpretada o aplicada de modo que debilite a los órganos del SIDH, o que comprometa indebidamente la autonomía e independencia de los mismos.

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.
· La Asamblea General toma nota de la respuesta de la CIDH sobre las medidas que adoptará para atender esta recomendación.
· (Propuestas de los Estados Miembros)
/
i. Solicitar a la CIDH que La distribución del presupuesto entre las relatorías tienda a su aumento y en ningún caso a su disminución. 
ii. Solicitar a la CIDH conceder mayor atención a las relatorías que se encuentren sub.-financiadas, por medio de la elaboración de estrategias de movilización de recursos, las cuales den visibilidad a la actuación y a los objetivos que haya de alcanzar cada relatoría. 

iii. Solicitar a la CIDH que considere privilegiar recursos provenientes del Fondo Ordinario de la OEA para las relatorías que se encuentren sub-financiadas, de modo de alcanzar mayor equilibrio en el financiamiento entre todas ellas.

iv. Solicitar a la CIDH que, más allá de la potestad de cada relatoría -bajo el sistema vigente- de movilizar recursos externos voluntarios de gobiernos y ONGs para financiar sus actividades, desarrolle la potestad de recibir y repartir a las relatorías los fondos recibidos a través de un fondo único, de manera tal que exista una unificación de la movilización de los recursos externos que realiza este órgano para la promoción de los derechos humanos, pudiendo la propia CIDH identificar los distintos temas prioritarios de las relatorías para cubrir el financiamiento de sus actividades, en consulta con los donantes. 

v. Solicitar a la CIDH que explore:

· Incluir en su Reglamento el objetivo de alcanzar un financiamiento que le permita garantizar el trabajo de las Relatorías de acuerdo a las prioridades del SIDH.

· Identificar como un objetivo concreto de mediano plazo, siempre y cuando cuente con el financiamiento necesario, poder seleccionar expertos para ocupar los cargos de Relatores para todas las Relatorías, promoviendo la selección de personas comprometidas, con experiencia, capacidad y sensibilidad en los temas más acuciantes de la región para el mejoramiento de la situación de derechos humanos.

· Incluir derechos económicos, sociales y culturales en los informes. Analizar la creación de una relatoría referida a los mismos.

· Que todas las relatorías hagan recomendaciones, tal como lo viene haciendo exitosamente la Relatoría para la Libertad de Expresión.

vi. Evitar que cualquier medida sea interpretada o aplicada de modo que debilite a los órganos del SIDH, o que comprometa indebidamente la autonomía e independencia de los mismos.
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vii. Solicitar a la CIDH que considere desarrollar una estrategia para que todas las relatorías puedan lograr una gestión de recolección de fondos plena y eficiente, que les garantice su operatividad de manera permanente.

C. Respecto de la recomendación a la Secretaría General de la Organización:
/
a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.

· La Asamblea General adopta las siguientes medidas:

i. Tomar nota de la propuesta presentada por la Secretaría General sobre una estrategia para lograr el incremento efectivo del financiamiento de los órganos del SIDH, así como de los esfuerzos emprendidos para lograr un aumento del financiamiento de los órganos del SIDH proveniente del presupuesto regular de la Organización. 
ii. Solicitar a la Secretaría General que elabore y presente otras propuestas de estrategias al respecto, a fin de que sean discutidas en el grupo técnico antes citado. Entre otras, estas propuestas podrían incluir elementos para el debate sobre el esquema de “dos vías” propuesto y posibles acuerdos de cooperación para el financiamiento del SIDH con instituciones y organizaciones nacionales e internacionales.
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�.	 La documentación del Consejo Permanente sobre este proceso de reflexión puede consultarse visitando el siguiente enlace: � HYPERLINK "http://www.oas.org/consejo/sp/reflexion.asp" ��http://www.oas.org/consejo/sp/reflexion.asp�
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